
GACETA DEL CONGRESO  876  Miércoles, 4 de noviembre de 2015 Página 1

P R O Y E C T O S  D E  L E Y

(Artículo 36,  Ley 5ª de 1992)
IMPRENTA   NACIONAL   DE   COLOMBIA

www.imprenta.gov.co

SENADO Y CÁMARA

AÑO XXIV - Nº 876 Bogotá, D. C., miércoles, 4 de noviembre de 2015  EDICIÓN  DE  28  PÁGINAS

DIRECTORES:

REPÚBLICA   DE   COLOMBIA

RAMA  LEGISLATIVA  DEL  PODER  PÚBLICO

S E N A D O   D E   L A   R E P Ú B L I C A

JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO
SECRETARIO  GENERAL  DE  LA  CÁMARA

www.camara.gov.co 

GREGORIO ELJACH PACHECO 
SECRETARIO  GENERAL  DEL  SENADO

www.secretariasenado.gov.co 

G A C E T A   D E L   C O N G R E S O
I S S N  0 1 2 3  -  9 0 6 6

PROYECTO DE LEY NÚMERO 112 DE 2015  
SENADO

-

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°.  La presente ley busca el resta-
blecimiento de los derechos en atención y salud, de las 
personas víctimas de ataques con sustancias o agentes 
químicos corrosivos.

Artículo 2°.  Se en-
tenderán por sustancias o agentes químicos corrosivos, 
aquellas que en contacto con la piel puedan causar al-
gún tipo de lesión parcial o permanente, de acuerdo a lo 
ya contemplado en el Decreto 1033 de 2014.

Artículo 3°.  Se reco-
nocerá a la víctima de ataque con sustancias o agentes 
químicos corrosivos, como víctima de enfermedad ca-

criterios establecidos en la Ley 972 de 2005.
Artículo 4°. Incapacidad. La incapacidad inicial 

otorgada por Medicina Legal a las víctimas de ataques 
con sustancias o agentes químicos corrosivos, deberá 
ser correspondiente al tiempo promedio que pueda em-
plearse en la recuperación y rehabilitación de un pa-
ciente en dichas condiciones.

Artículo 5°. idi d ap  El Gobierno nacio-
nal establecerá un subsidio de apoyo para las víctimas 
de ataques con agentes o sustancias corrosivas, igual 
a un salario mínimo legal vigente, siempre y cuando 
se constate que la persona pertenece a los niveles 1, 
2 y 3 del Sisbén, ha presentado pérdida de su trabajo 
posterior a la agresión, que además no cuenta con re-
cursos familiares para su manutención, y que tampoco 
es objeto de otro tipo de subsidios o ayudas por parte 
del Estado.

Parágrafo 1°. Al Gobierno nacional, en cabeza del 
Ministerio de Salud o quien este delegue, le correspon-
derá determinar la entidad responsable o el procedi-
miento respectivo para acceder al subsidio.

Parágrafo 2°. La duración del subsidio será igual a 4 

el mencionado subsidio en cualquier momento, siem-
pre y cuando aún se encuentre en tratamiento, y además 
cumpla con las condiciones previamente señaladas en 
este artículo.

Parágrafo 3°. El subsidio será prorrogable por única 
vez, en un tiempo igual al establecido en el parágrafo 
segundo, siempre y cuando el tratamiento tenga una 
duración superior a un año.

Parágrafo 4°. Si posterior al tiempo de tratamiento, 
el médico tratante y un equipo interdisciplinario de la 
EPS determina la incapacidad laboral permanente o de 
por vida fruto de la agresión con ácido, la persona será 
incluida por el Gobierno dentro de los planes de aten-
ción a víctimas discapacitadas por la violencia.

Parágrafo 5°. Existirá negación o pérdida del acceso 
-

ticipó del mismo delito del cual es víctima o conexos.

Artículo 6°. Adiciónese al artículo 5° de la Ley 1639 
de 2013 lo siguiente:

“El Ministerio de Salud garantizará el acceso a los 
insumos, procedimientos y tecnologías que el médico 
tratante o especialista requiera para atender oportuna-
mente a una víctima de ataque por sustancias o agentes 
químicos corrosivos.

Parágrafo 1º. La EPS o la entidad que ejerza sus 
-

ras todo lo solicitado por el médico tratante para su 
atención, desde insumos, procedimientos médicos y 
tratamientos alternos, a partir del momento en que es 
solicitado por el profesional médico, sin perjuicio de la 
etapa del proceso en que el paciente se encuentre.
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Parágrafo 2º. Por ningún motivo la EPS o la enti-
dad que ejerza sus funciones podrán suspender el tra-
tamiento, negar procedimientos, o retrasarlos. El Mi-

que ejerza sus funciones garanticen las condiciones de 
continuidad de todo el tratamiento incluidos procedi-
mientos ordinarios y alternos, avalados y supervisados 
desde las Unidades de Quemados del país”.

Artículo 7°. apaci aci n  El Gobierno nacional 
se encargará de garantizar la capacitación del perso-
nal estatal que pueda tener contacto primario con una 
víctima de ataque con sustancias o agentes químicos 

esto incluye al personal de la policía y al del Instituto 
Nacional de Medicina Legal.

A su vez, el Ministerio de Salud se encargará de que 
los profesionales médicos de rotación de urgencias ten-
gan capacitación permanente en las Unidades de Que-
mados principales del país, y conozcan el tratamiento 
inmediato a una persona atacada por sustancias o agen-
tes químicos corrosivos.

Parágrafo 1º. El Ministerio de Salud se encargará de 
fortalecer y apoyar las Unidades de Atención de Que-
mados del sistema público del país, con mayor infraes-
tructura, tecnología e inversión, teniendo en cuenta que 
atienden condiciones de salud grave, y son, además, fo-
cos de aprendizaje y enseñanza médica especializada.

Parágrafo 2º. El Ministerio de Salud se encargará 
de socializar en un plazo menor a seis meses los pro-
tocolos de atención a población atacada con sustancias 
o agentes químicos corrosivos, entre el total de profe-
sionales médicos y de enfermería del país, con acom-
pañamiento y dirección de las Unidades de Quemados 
de la nación.

Artículo 8°. ian a p ic -p i ada  El Gobier-
no nacional deberá establecer las alianzas público-
privadas, nacionales e internacionales necesarias para 
el acceso a tecnologías e insumos necesarios para el 
tratamiento efectivo de las víctimas de ataques con sus-
tancias o agentes químicos corrosivos.

Parágrafo. El Ministerio de Salud garantizará el ac-
ceso al país, de cantidades industriales necesarias de 
los insumos que son importantes para la restauración 
de la dermis del paciente.

Artículo 9°. a pa a  El Ministerio de Salud em-
prenderá campañas de sensibilización en contra de los 
ataques con sustancias o agentes corrosivos.

Artículo 10. a c pci na  Aquellos casos 
excepcionales en que las víctimas han sido atacadas 
por más de una ocasión, ameritarán por parte del Esta-
do medidas especiales de seguridad y protección.

Artículo 11. Informe. La Superintendencia Nacional 
de Salud será responsable de rendir un informe trimes-
tral a la Comisión Séptima de Senado, dando cuenta de 
las quejas presentadas por irregularidades en el Sistema 
de Salud que atiende a estas víctimas.

Artículo 12. e re i ro  El Ministerio de Salud 
consolidará anualmente un registro único de las vícti-
mas de ataques con sustancias o agentes químicos co-
rrosivos.

Artículo 13. ancione  El Gobierno nacional esta-
blecerá las sanciones al incumplimiento de uno o más 
artículos de la presente ley.

Artículo 14. i encia  La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga todas las demás disposi-
ciones que le sean contrarias.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Antecedentes

Los ataques con sustancias corrosivas como forma de 
violencia han venido creciendo y convirtiéndose en una 
forma popular de agresión. A pesar de que estas prácticas 
de crimen han sido utilizadas desde muchos años atrás eran 
prácticamente desconocidas por la mayoría de colombia-
nos, pero hoy vemos con preocupación cómo el uso indis-
criminado de estas sustancias en robos, atracos, crímenes li-
gados a venganzas, o circunstancias pasionales, han venido 
en ascenso, especialmente en los últimos 5 años.

Cifras de 2013 revelan que, cerca de 1.500 perso-
nas son atacadas anualmente con ácido1 alrededor del 

la evidencia de la prevalencia de este delito como un 
delito de género, pero un delito que se ha venido trans-
formando, y que también se inclina hoy en un aumento 
de la victimización a hombres e infantes.

El objetivo de un ataque con ácido (sea sulfúri-
co, nítrico, clorhídrico, etc.) o cualquier otro tipo de 
sustancia corrosiva a la piel, va más allá de un acto 

marca y posterior muerte de la víctima. El uso del 
ácido sulfúrico se remonta al tratamiento del oro en 
la antigua Grecia, pero más adelante, durante el si-
glo XVII, Francia empieza a reportar los primeros 
ataques con ácido documentados de la historia, más 
adelante la recurrencia del uso de estas sustancias 
se dio entre las mujeres, quienes lo usaban contra 

-
cialmente por ser considerado de causa justa. Pos-
teriormente, el fenómeno mengua no por un acto de 
conciencia, sino por la escasez del ácido.

Para el siglo XX nuevamente se emplean estas sus-
tancias como forma de tortura, siendo más utilizada por 
los hombres contra las mujeres a manera de castigo, 
especialmente en países asiáticos. Desde 1980, su uso 
en el mundo como forma de violencia mostró un alto 
crecimiento, casos como el de la India y Bangladés 
guardan similitudes en cifras y comportamientos, in-
cluso, un reporte de 2013 informó que para los últimos 
14 años estos países han tenido cerca de 3.112 casos, 
mientras que para Pakistán las cifras anuales oscilan 
entre los 450 y los 750 casos, donde el crimen está aso-

-

1 Acid Survivors Trust International (2013). http://www.
acidviolence.org/.
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servar tradiciones y costumbres. Para la misma década, 
se reportó también un aumento del delito en sectores 
de África y Asia, y ya más esporádicamente casos en 

en Argentina y Colombia.
El aumento que se dio en los 80, implicó que la ma-

yoría de países con el mayor número de víctimas, to-
maran medidas urgente e importantes, entre las que se 
encuentran: la tenencia y comercialización de ácidos y 
sustancias corrosivas a la piel, la disminución de accesi-
bilidad a los mismos, el aumento de medidas punitivas, 

-
nes son agredidos. Bangladés, por ejemplo, ha igualado 
la tenencia de ácidos nítricos y sulfúricos a la posesión 
de un arma de forma ilegal, por lo que está catalogado 
como un acto ilícito que implica obligatorio control. Este 
tipo de licencias para uso y tenencia, además de los sis-
temas de monitoreo a establecimientos, han ayudado a 
controlar parcialmente el delito, pero su uso ha creado 
a la vez un mercado negro paralelo. De ahí que estas 
estrategias de control fueron complementadas en los paí-
ses con medidas punitivas, además de otros mecanismos 
entre los que se incluye educación a toda la población 
frente a este tema, al igual que la atención oportuna, dig-

1. Objeto
El presente proyecto de ley busca apoyar la reha-

bilitación y el tratamiento de las personas víctimas de 
ataques con sustancias o agentes químicos corrosivos, 

-
cipación dentro de la sociedad, que permita en alguna 
forma el restablecimiento de sus derechos. Además de 
considerar la implementación de mecanismos de con-
cientización del problema entre la población, y de im-
poner otras medidas restrictivas.

2. st c c n
Después de un ataque con sustancias o agentes quí-

micos corrosivos, la piel tiende a fundirse y dejar ex-
puesta la parte más profunda de la misma, casi hasta 
llegar a los huesos, mientras el ácido haya penetrado 
profundamente la piel y además permanezca en ella sin 
ser neutralizado, continuará su defecto demoledor. Las 

de la dermis, pues dentro de las secuelas prevalentes de 
estas agresiones se puede dar una pérdida total de teji-
dos, mutilación de miembros del cuerpo, ausencia de 
funciones de algunos sistemas u órganos (como en el 
caso de los ojos), lo que produce lesiones de por vida.

Este tipo de agresiones, no solamente deja secuelas 
físicas sino también emocionales, de por vida, además 
afectan gravemente la autoestima y la capacidad para 
desempeñarse libremente dentro de la sociedad, trasla-
dando el impacto del delito a la esfera personal, laboral y 
económica de quienes viven esta clase de tortura. De ahí 
que la afectación sobre la persona deja huellas, tanto en 
lo interno, como en lo externo, generando incapacidades 
en todos los niveles incluso de largo plazo, incapacida-
des que además pueden llegar a ser permanentes.

Colombia, no ha quedado exenta del impacto de este 
delito, Medicina Legal informa que entre el año 2014 y 
abril de 20152, 136 personas fueron atacadas con sus-

2 INSTITUTO NACIONAL DE MEDICINA LEGAL 
Y CIENCIAS FORENSES. Requerimiento número 
453 GCRNV - 2015. Referencia: Respuestas a su soli-
citud  de  información est d st c s sob e  es ones de  

tancias o agentes químicos corrosivos en la piel, eviden-
ciándose, a 31 de julio de 2015, 24 casos reportados.

Fuente: Instituto Nacional de Medina Legal. Octubre 
de 2015.

De los reportes entre 2014 y 2015, se encuentra que 
el 76% de las víctimas, en el momento del ataque, se 
encontraban en su etapa más productiva, es decir, entre 
los 18 a los 59 años de edad, en gran parte de los casos, 
las secuelas incapacitantes de deformidad y discapaci-
dad han sido permanentes, lo que ha impedido que las 
víctimas puedan retomar su vida laboral y profesional 
con libertad, además de que la precariedad económica 

los costos de traslado y manutención, especialmente 

recuperación, y exponen a la víctima a que las secue-
las sean imborrables. Adicionalmente, estas agresiones 
han puesto a la víctima en una condición de pobreza, 
al afectar su permanencia en el empleo actual o futuro. 
Por otro lado, de acuerdo a los datos de Medicina Le-
gal, el 18% son niños y el 6% adultos mayores, aumen-
tando la condición de vulnerabilidad de esta población.

Con Base en los datos del Instituto de Medicina Le-
gal y Ciencias Forenses entre enero de 20014 y abril 
de 20153

c s   e te n  oc s on d s  o   t es  con  en-
tes  cos  en    ob c n co o b n  últimos 5 
años. Proyectó: Jhon Henry Romero - Profesional GCR-
NV y Martha Elena Pataquiva W., profesional GNCOF.

3 INSTITUTO NACIONAL DE MEDICINA LEGAL 
Y CIENCIAS FORENSES  (INMLCF) GRUPO 
CENTRO DE REFERENCIA NACIONAL SOBRE 
LA VIOLENCIA (GCRNV). Base: Sistema de Infor-
mación para el Análisis de la Violencia y la Accidenta-
lidad en Colombia (SIAVAC) Base: Sistema de Infor-
mación de Clínica y Odontología Forense (SICLICO). 
Sobrevivientes de violencias con agentes químicos re-
gistrados en los sistemas de información del INMLCF 
según sexo, presunto agente utilizado, grupo de edad y 
año del hecho, Colombia, 1° de enero de 2014 - 30 de 
abril de 2015. Requerimiento No. 453 GCRNV - 2015.
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Preocupa, además, que las cifras suministradas por 
-

tes químicos, sobre el uso de ácidos convirtiéndose en 
un reto de educación, de implementación de nue-
vas tecnologías y de supervisión frente a los controles 
existentes. Muy a pesar de los avances que el país ha 
tenido en cuanto en las ciencias, la nación no estaba 
preparada para el incremento en los últimos años, que 
se ha observado en esta forma de delito, y mucho me-

Por otro lado, las cifras reportadas por el Instituto de 
Medicina Legal y la Policía no concuerdan, lo que podría 
ser explicado por algunos fenómenos: la no conclusión de 

-

sin reconocimiento y por ende sin apoyo.
Entre 2014 y 2015, la Policía Nacional4 reporta 

apenas 71 casos en abril de 2015, de los 133 que 
informaba Medicina Legal. Lo curioso es que después 
del debate a este tema que se estuvo llevando a cabo 
en la Comisión Séptima de Senado, las cifras de la 

víctimas para esta anualidad. Adicionalmente, entre 
2012 y 2013 la Policía informa 106 casos, lo cual es 
alarmante, frente a los 93 casos de Pakistán y los 71 
en Bangladés que se dieron en el mismo período, si 
se tiene en cuenta que tanto Pakistán como Bangladés 
superan cuatro veces la población de Colombia. De ahí 
lo importante que el país se detenga a analizar el cre-
cimiento de este delito, las penas a los delincuentes, 
y las acciones a emprender frente a  las víctimas.

Si consolidáramos una única cifra entre Medicina 
Legal y la Policía Nacional entre los años 2012 a 2015, 
tendríamos alrededor de 363 víctimas de ataques con 
sustancias químicas y/o agentes corrosivos. También es 
importante señalar que el mayor número de estos deli-
tos entre 2014 y 2015, según datos de Medicina Legal, 
se dio en Bogotá, Medellín y Cali consecutivamente. 
La Policía reporta además 4 muertes por ataques con 
sustancias o agentes químicos corrosivos, la Defenso-
ría del Pueblo informa del fallecimiento de un adulto 
mayor con más del 80% de quemaduras, y Medicina 
Legal un suicidio posiblemente asociado a este delito.

Otro factor importante es que de los 133 casos re-
portados por el Instituto de Medicina Legal, única-
mente 39,8% de los casos compromete una parte del 
cuerpo, el 25.6% dos áreas del cuerpo, en el 27.8% 3 o 
más regiones del cuerpo y en 6,8% no es clara la zona 

60% tiene más de dos regiones del cuerpo comprome-
tidas con quemadura por sustancia o agente corrosivo. 
Estas quemaduras aumentan o empeoran si la atención 

4 MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL. PO-
LICÍA GENERAL. DIRECCIÓN GENERAL. No 
S-2015-201228/OFPLA - GRULE  1.10. En atención a 
derecho de petición.

del paciente es demorada, o si no recibe tratamiento 
adecuado, tal como lo señala el doctor Jorge Luis Ga-
viria5 en sus estudios acerca de la atención a víctimas 
de agresión por químicos, de la Unidad de Quemados 
del Hospital Simón Bolívar.

En detalle, el Instituto señaló que en casi 60% de los 
casos se comprometió el rostro y en 16% se desconoce 
si se comprometió esta región. El compromiso facial es 
una de las causas de aceptación personal y social de la 
víctima, lo que crea toda una cadena de consecuencias.

Inquieta también, que el Instituto de Medicina Legal 
que “no tiene” la función de brindar atención integral, fí-
sica y/o psicológica a estas personas, sino que esta acti-
vidad está a cargo del Ministerio de Salud y Protección 
Social y sus directrices correspondientes. Por lo cual, ante 
la atención de una persona víctima de ataque con sustan-
cias y/o agentes corrosivos, la guía de atención forense se 
realiza de acuerdo a la práctica clínica y los lineamientos 
establecidos en la normatividad emitida por el Instituto, 
en el cual de acuerdo al portafolio de servicios que ofrece, 
se evalúan los casos para poder establecer el daño físico, 
como también la perturbación psíquica.

Los siguientes son los elementos normativos que 
Medicina Legal emplea ante la atención que debe brin-
dar a una víctima de ataque por sustancia corrosiva:

• Los lineamientos contemplados en el Modelo 
de Atención a las Violencias Basadas en Género para 
Clínica Forense en el Instituto Nacional de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses.

• Guía para la Realización de Pericias Psiquiátri-
cas o Psicológicas Forenses sobre daño Psíquico con 
Fines de Indemnización, Conciliación o Reparación.

• Guía para la realización de pericias psiquiátricas 
o psicológicas forenses sobre perturbación psíquica en 
presuntas víctimas de lesiones personales y otros.

Esto es una evidencia de que las instituciones que 
atienden de manera primaria a las víctimas de ataques 
con ácidos, agentes químicos, o algún otro tipo de sus-
tancia corrosiva, no han sido plenamente capacitadas 

Respecto al uso de sustancias o agentes químicos 
corrosivos a la piel, se tienen en el momento 7 sus-
tancias químicas que son objeto de control de ven-
ta al menudeo, algunas de estas son: Ácido Sulfúrico, 
Ácido Clorhídrico, Ácido Fosfórico, Ácido Nítrico, e 
Hidróxido de Sodio, o mejor conocido como Soda 
Cáustica, el Invima6 señala que el control de venta 
al menudeo ha sido establecido en la Resolución 
2715 del 4 de julio de 2014, lo curioso es que en ju-
nio de 2015 una menor de edad es atacada con Soda 
Cáustica por una de sus compañeras de clase, esto 

 control y 
-

cimientos estén registrados en una página, y obligados 
a registrar la venta (en menos de un mes de llevada a 

-
lancia de los establecimientos, el acceso y el cuidado 
en la disposición de TODO elemento corrosivo para 

5 GAVIRIA  o e L s. C MD. Cirujano Plástico y Re-
constructivo, Universidad Javeriana. Miembro SCCP, 
FILACP. Epidemiólogo Clínico U. J., Profesor cirugía 
plástica U. San Martín y Juan N. Corpas. L  t  de  
tenc n  ct s de es n o  cos  Un 

C no de Obst c os . os t  S n Bo .
6 In . Respuesta a Derecho de Petición de 2015, R -

d c do 150 05 .
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la piel en las estanterías y vitrinas de los lugares de ven-
ta, que el Invima señala como “ferreterías, grandes 

 establecimientos 
distribuidores de insumos para el sector agrícola”. Ade-
más se hace importante la educación de la población 

de la gravedad del daño que causa este delito.
Por su parte la Defensoría del Pueblo7 informa 

que de los 31 ataques con agentes químicos que ha 
atendido la mayoría de las víctimas además de ser 
mujeres poseen “difíciles condiciones socioeconómi-
cas, y con quemaduras de segundo, tercer y cuarto 
grado, en diversas partes del cuerpo, que afectan de 
manera grave su funcionalidad visual, auditiva y de 
movilidad, además de profundas afectaciones psico-
lógicas”. Esto es lo que crea la necesidad de replantear 
el cómo tratar a las víctimas de ataques con sustan-

algo se pueda disminuir el impacto personal, familiar, 
económico y social que deja a su vez este delito.

La Defensoría, entonces, permite conocer un poco 
-

zan a vivir algunas de las víctimas. Pero, es importan-
te señalar que tanto el Ministerio de Defensa Nacio-
nal, por medio de la Dirección General de la Policía 
Nacional, como el Instituto Nacional de Medicina 
Legal señalan8 no tener en la referencia del detalle de 
las víctimas de ataques con ácido u otras sustancias 
corrosivas a la piel, la determinación de estrato social, 

-
dad, situación económica o nivel de ingresos, pérdida 
de empleo, número de personas a cargo o cabeza de fa-
milia. Por lo mismo, se hace difícil conocer de primera 
mano la situación que tienen que vivir las víctimas de 
este delito y sus familias.

Una caracterización importante de la situación de 
estas víctimas, aportada por la Policía Nacional y el 
Instituto de Medicina Legal, muestra que la mayoría 
de víctimas solamente tenía grado de escolaridad 
de básica primaria y que la siguiente porción más 
grande corresponde a población que solo tiene se-
cundaria, sumado esto a las condiciones nuevas que 
genera la agresión con ácido o cualquier otro agente 
químico corrosivo, la víctima queda expuesta a un 
grado mayor de vulnerabilidad y pobreza. Nuevamen-
te las cifras de Medicina Legal y de la Policía Nacio-
nal que consolidan esta información no concuerdan.

7 De enso  de  P eb o. Respuesta a derecho de petición. 
R d c do n e o 2015005 8.

8 Po c  N c on . 14 de octubre de 2015. Referencia Res-
puesta solicitud de Información No. S - 2015. Medicina 
Legal. 16 de octubre de 2015, Po c  N c on . Refe-

544-DG-2015.

Por otro lado, la Defensoría también reconoce 
que entre las secuelas que se pueden reconocer en las 
víctimas está el trauma social, la crisis de una nueva 
realidad y el duelo de las múltiples pérdidas que de-
berá vivir la víctima de la agresión durante todas las 
etapas de reconstrucción, habilitación y rehabilitación 
que tendrá que experimentar, además de los casos de 
discapacidad funcional parcial o absoluta en su cuer-

como el débil acceso de las víctimas a la justicia, al 
restablecimiento de sus derechos y a la discriminación 
permanente.

razones de la agresión por ellos analizada, está la violen-
cia intrafamiliar y la intolerancia social, además de que 
los agresores normalmente son conocidos y cercanos a 

los datos del Instituto de Medicina Legal.
La Defensoría también señala que las ayudas 

que con las que cuenta una persona agredida con 
sustancias o agentes corrosivos está: el control de 
la venta al menudeo, exención de las cuotas modera-
doras o copagos, servicios y tratamientos médicos y 
psicológicos necesarios para su reconstrucción, y la 
ruta de atención a las víctimas.

Sin embargo, una revisión de la aplicación de las 
ruta de atención9, y del acceso pleno a los insumos y 
servicios necesarios para la rehabilitación oportuna de 
los pacientes víctimas de ataques con sustancias y/o 
agentes corrosivos nos devela que el sistema necesita 
mejorar, además, que en medio de las nuevas condi-
ciones de vulnerabilidad de estas víctimas, se espera 
un apoyo mayor por parte del Estado. Esto solo será 
posible a través de una directriz legal más clara que 
pueda reivindicar los derechos de esta población tal 
como intento hacerlo a través de este proyecto de ley.

. M co o F nd ento d co
- Const t c n Po t c  de Co o b . 1 1. Artí-

física y mental de las personas.
- Le  2 de 2005  por a c a e adop an norma

para me orar a a enci n por par e de ado co om-
iano de a po aci n e padece de enfermedade r i-

no a o ca a r ca e pecia men e e I I
- Le  1  de 201  por medio de a c a e for a-

ecen a medida de pro ecci n a a in e ridad de a
c ima de cr mene con cido e adiciona e ar c -

o de a e de
- Reso c n 2 15 de   de j o de 201  por la 

c al e e a lecen la  ancia  e de en er o e o 
de re i ro de con rol de en a al men deo  con a e en 
lo  cri erio  de cla i caci n e e de nen

- Dec eto 10  de 201 . Reglamenta la Ley 1639 
de 2013.

. Conten do de  o ecto de e . El presente pro-
yecto de ley consta de 14 artículos, necesarios para 
que la población víctima de ataque con sustancias 
o agentes químicos corrosivos, encuentre un alivio en 
medio del dolor del nivel de agresión y ataque del que 
fueron objeto, al igual que de las secuelas permanentes 
del mismo.

9 Ib d.  G  o e L s.
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5. I cto F sc . A pesar de que, sin duda el apoyo 
a las víctimas de que trata el presente proyecto, tiene im-

debido a que el porcentaje de víctimas que en este mo-
mento se encuentran en tratamiento es apenas del 30%, y 
por otro lado, de estas, menos de la mitad se encuentran 

no solamente se mejora la condición de salud de la po-
blación y se pueden evitar los costos de demandas contra 
el Estado que son evitables si se atiende adecuadamente 
a esta población.

. P o os c n. En Concordancia con los ante-
riores argumentos, pongo a consideración de los ho-
norables Miembros del Congreso de la República el 
presente proyecto, teniendo en cuenta que el mismo 
preserva los principios constitucionales de especial 
protección a la población vulnerable, y está en-
caminado a proteger los derechos conexos de dicha 

igualdad y equidad para toda la población.

SENADO DE LA REPÚBLICA

Secretaría General  
(Arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)

El día 4 del mes de noviembre del año 2015 se ra-
dicó en este Despacho el Proyecto de ley número 112, 
con todos y cada uno de los requisitos constitucionales 
y legales, por los honorables Senadores Orlando Cas-

a eda errano  lfredo amos a a  onorio enr -
e   inedo  I n e  ernando ra o
El Secretario General,

re orio l ac  ac eco
SENADO DE LA REPÚBLICA 
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación de leyes
Bogotá, D. C., 4 de noviembre de 2015 
Señor Presidente:

de 2015 Senado, por medio de la c al se modi ca el 
ar c lo  de la e   de  se crean o ras me-
didas de pro ecci n a fa or de las c imas de a a es 
con s s ancias corrosi as  se dic an o ras disposicio-
nes, me permito pasar a su Despacho el expediente de 
la mencionada iniciativa que fue presentada en el día 
de hoy ante Secretaría General por los honorables Se-
nadores Orlando Cas a eda errano, lfredo amos 

a a, onorio i el enr e   inedo, I n e 
r e , ernando icol s ra o mi  La materia 

de que trata el mencionado proyecto de ley es compe-
tencia de la Comisión Séptima Constitucional Perma-
nente del Senado de la República, de conformidad con 
las disposiciones Constitucionales y Legales.

El Secretario General,
re orio l ac  ac eco  

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 4 de noviembre de 2015 
De conformidad con el informe de Secretaría Gene-

ral, dese por repartido el precitado proyecto de ley de la 
Comisión Séptima Constitucional y envíese copia del 
mismo a la Imprenta Nacional para que sea publicado 
en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

is ernando elasco C a es
El Secretario General del honorable Senado de la 

República,
re orio l ac  ac eco

I N F O R M E S  D E  O B J E C I O N E S 
INFORME DE OBJECIONES DE LA COMISIÓN 
ACCIDENTAL PARA ESTUDIO DE OBJECIONES 
POR INCONSTITUCIONALIDAD E INCONVE-
NIENCIA DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 55 

DE 201  SENADO  1 5 DE 201  C MARA
por medio de la c al se e pide el C di o eneral is-
ciplinario  se dero an la e   de   al nas 
disposiciones de la e   de , relacionadas con 

el derec o disciplinario
Bogotá, D. C., 13 de octubre de 2015
Doctor
LUIS FERNANDO VELASCO
Presidente
Senado de la República
Ciudad.
Re e enc  Informe de la Comisión Accidental 

para estudio de objeciones por inconstitucionalidad e 

inconveniencia del Proyecto de ley número 55 de 2014 
Senado, 195 de 2014 Cámara, por medio de la cual se 
e pide el C di o eneral isciplinario  se dero an la 

e   de   al unas disposiciones de la e   
de , relacionadas con el derec o disciplinario

Señor Presidente

En cumplimiento del encargo impartido, la Comi-
sión Accidental integrada por los Senadores: duardo 

nr ue  a a, anuel nr ue  osero, uan a-
nuel al n ac n, aime m n ern nde , le n-
der pe  a a, erman ar n Co rino, oris e a 

uiro   Claudia pe  ern nde , designada para el 
estudio de las objeciones presidenciales del Proyecto 
de ley de la referencia, se permite rendir el presente 

-
rable Plenaria del Senado de la República de conformi-
dad con los artículos 167 de la Constitución Política y 
66 de la Ley 5ª de 1992.
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1. De s objec ones o  nconst t c on d d 
1.1 V o c n de  t c o 2  de  Const t c n 

Po t c
1.1.1 A entos de  Gob e no n c on
El Gobierno nacional objeta el artículo 67 por las 

siguientes razones de inconstitucionalidad: 
La disposición objetada establece: 

r culo  al as ra es  le es  Cons i u e fal-
a disciplinaria ra e o le e, el incumplimien o de los 

de eres, el a uso de los derec os, la e ralimi aci n 
de las funciones, o la incursi n en pro i iciones, salvo 
ue la conduc a es  previs a como fal a rav sima

 a ravedad o levedad de la faifa se es a lecer  de 
conformidad con los cri erios se alados en el ar culo 

 de es e c di o  (Subraya extratextual). 
A juicio del Gobierno nacional tal disposición vul-

nera el artículo 29 superior, por lo siguiente: el proyecto 
incorpora los principios de especialidad y subsidiarie-
dad en relación con la tipicidad disciplinaria, en el sen-
tido de acudir a los tipos de la ley penal siempre y cuan-
do la conducta no se adecúe especialmente a las faltas 
disciplinarias, enfatizando que las faltas gravísimas son 
normas especiales, que deben aplicarse con prelación 
a otras normas que regulen la misma conducta como 
falta grave (artículo 67 proyecto), lo cual, en la prác-
tica, vulnera el principio de favorabilidad consagrado 
en la Constitución Política, y en el propio proyecto de 
ley que reforma el Código Disciplinario (artículo 80 
del proyecto), en la medida en que en tales hipótesis no 
se aplica la norma más favorable o permisiva al disci-
plinado (art. 29 Superior), sino la de mayor identidad 
sancionatoria, situación que desconoce la norma supe-
rior, citando, para ello, algunos apartes de la Sentencia 
T-530 de 2009, con ponencia del Magistrado Jorge Iván 
Palacio Palacio.

1.1.2 Res est    objec n
No se comparte la posición del Gobierno nacional 

por las siguientes razones:
a) El principio de favorabilidad se ha reconocido 

-
cación en el tiempo, mas no entre normas que hacen 
parte de un mismo estatuto, tal y como ocurre en el 
presente caso.

y como lo ha reconocido la jurisprudencia en reiteradas 
oportunidades1, tiene connotaciones y características 
distintas a la tipicidad penal, toda vez que en el ámbi-
to disciplinario la regla general es que esta categoría 
se estructura bajo el sistema de tipos abiertos. Algunos 
tratadistas han manifestado, con toda razón, que re-
sultaría imposible hacer un catálogo detallado de cada 
uno de los comportamientos que puedan constituir falta 
disciplinaria y mucho menos categorizarlas de forma 
concreta en gravísimas, graves y leves.

c) Las anteriores y otras especiales características 
de la tipicidad disciplinaria son las que permiten que 

1 Ver entre otras las Sentencias C-417 de 1993, C-244 de 
1996, C-286 de 1996, C-341 de 1996, C-280 de 1996, 
C-769 de 1998, C-708 de 1999, C-181 de 2002, C-252 
de 2003, C-014 de 2004, C-252 de 2003, C-431 de 2004 
y T-1093 de 2004, C-818 de 2005 y C-030 de 2012.

forma literal y taxativa únicamente las faltas gravísi-
mas, tal y como el proyecto de ley las recoge a partir 

-
ración de faltas gravísimas es la que rige actualmente 
conforme a lo establecido en el artículo 48 de la Ley 
734 de 2002. 

d) Ahora bien, tanto el actual Código Disciplinario 
Único como el proyecto aprobado determinan que ade-
más de las gravísimas existen faltas graves y leves y 
ello, tanto en una como otra legislación, se hace a partir 
de una norma general (tipo abierto) que establece que 
constituirá falta gravísima el incumplimiento de los de-
beres, la incursión de las prohibiciones y la extralimi-
tación de los derechos y las funciones. En tal forma, 
al consagrarse únicamente de forma concreta las fal-
tas gravísimas, el juicio de adecuación típica se hace a 
partir de dichos preceptos, por lo que si una conducta 
no se ajusta a esa descripción típica (falta gravísima) 
eventualmente ese comportamiento puede correspon-
der a una falta grave o leve, conforme a las distintas 

e) De esa manera, si la interpretación que el Gobier-
no nacional hace fuera la correcta, bastaría entonces un 
solo tipo disciplinario en todo el Código, como aquel 
contenido en el artículo 23 de la Ley 734 de 2002, o 

pues todos los comportamientos y faltas disciplinarias 

A t c o . e eres  Son deberes de todo servi-
dor público: 

1. Cumplir y hacer que se cumplan los deberes con-
tenidos en la Constitución, los tratados de Derecho In-

Congreso, las leyes, los decretos, las ordenanzas, los 
acuerdos distritales y municipales, los estatutos de la 
entidad, los reglamentos y los manuales de funciones, 
las decisiones judiciales y disciplinarias, las conven-
ciones colectivas, los contratos de trabajo y las órdenes 
superiores emitidas por funcionario competente. 

Los deberes consignados en la Ley 190 de 1995 se 
integrarán a este código”.

f) Obsérvese bien que todo comportamiento que co-
rresponda a una falta disciplinaria podría encuadrarse 
en este primer y único deber, esgrimiéndose para tal 
efecto una supuesta “favorabilidad”. En consecuen-
cia, surge una pregunta que desestima completamente 
la objeción presidencial: ¿para qué el legislador hace 
descripciones de faltas gravísimas y adicionalmente 
otros deberes y prohibiciones, si la anterior norma re-
coge todo comportamiento irregular y supuestamente 
por “favorabilidad” debería aplicarse dicha norma? La 
respuesta es más que obvia: no se trata de un asunto de 
favorabilidad, sino de especialidad frente a los distin-

legislador.
Así las cosas, no es que la acepción “salvo que la 

conducta esté prevista como falta gravísima”, conte-
nida en el artículo 67 del proyecto de ley, vulnere el 
principio de favorabilidad, toda vez que no se trata de 
escoger a capricho de la autoridad disciplinaria la falta. 
Es todo lo contrario. Lo que se trata es de conservar en 
mayor grado el principio de legalidad a través de los 
principios de especialidad y subsidiariedad, los cuales 
permiten hacer adecuaciones típicas mucho más respe-
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tuosas del derecho de defensa y mantener la autonomía 
del derecho disciplinario.

En consecuencia, la Comisión considera que la ob-
jeción es infundada.

1.2 V o c n de  t c o 1  de  Const t c n 
Po t c

1.2.1 A entos de  Gob e no n c on
El Gobierno nacional objeta por inconstitucional los 

Todos ellos describen faltas gravísimas. 
El Gobierno nacional aclara que si bien las causales 

constitutivas de faltas gravísimas dispuestas entre los 
artículos 52 a 62 del proyecto de ley corresponden, en 
principio, a las mismas que contempla el artículo 48 
de la Ley 734 de 2002, lo cierto es que nada impide 
que el Gobierno nacional objete por inconstitucionales 
algunas de dichas causales, en los términos del artículo 
166 de la Constitución. 

Para tal efecto, se sostiene que, en estricto rigor, se 
trata de una nueva ley, cuyo proyecto puede ser devuel-
to con objeciones a la cámara en que tuvo origen, según 
lo dispone el citado artículo superior. Además, en esta 
oportunidad, a diferencia del listado único que contie-
ne el artículo 48 de la Ley 734 de 2002, las causales 
constitutivas de faltas gravísimas se encuentran agru-
padas según el ordenamiento regulatorio infringido, 
así: i) faltas relacionadas con la infracción del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho 
Internacional Humanitario, ii) faltas relacionadas con 

-
-

tas relacionadas con el régimen de incompatibilidades, 

-

relacionadas con la salud pública, los recursos natura-

xi) faltas relacionadas con la moralidad pública. 
-

dente que algunas causales siempre han sido contrarias 
al principio de proporcionalidad, aunque el único artí-
culo que de la Ley 734 de 2002 las contiene no haya 
sido demando por esta razón ante la Corte Constitucio-
nal, por lo que es menester que sean eliminadas.

Para ello, señala que el artículo 6° del proyecto de 
ley establece que la imposición de la sanción disci-
plinaria deberá responder a los principios de propor-
cionalidad y razonabilidad. Sin embargo, al revisar 

gravísimas por los artículos 52 a 62 ibídem, aparece 
una evidente desproporción entre las distintas faltas allí 
consagradas, pues se equiparan en su identidad y san-
ción a las infracciones al Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos, al Derecho Internacional Huma-
nitario y a la libertad personal con faltas de naturaleza 
estrictamente administrativa que no alcanzan tal rele-
vancia disciplinaria. 

Para tal efecto, el Gobierno nacional citó apartes de 
algunas sentencias de la Corte Constitucional y efectuó 

algunas consideraciones de cada una de las faltas dis-
ciplinarias.

1.2.2 Res est    objec n
No se comparten las objeciones del Ejecutivo. En 

primer lugar, la potestad para establecer qué comporta-
mientos revisten mayor connotación en el ámbito de la 
función pública y en la sociedad en general se enmarca 

forma, el enlistar de manera taxativa aquellas conduc-
tas que merecen mayor reproche obedece precisamente 
a parámetros de política disciplinaria, en los que se tie-
ne en cuenta cuáles son aquellos de mayor ocurrencia, 
las que generan mayor corrupción y las que representan 

Por tanto, no es acertado considerar que solo las 
faltas relacionadas con las infracciones al Derecho In-
ternacional de los Derechos Humanos, al Derecho In-
ternacional Humanitario y a la libertad personal sean 
las que deban considerarse únicamente como gravísi-
mas, pues el derecho disciplinario cobija a todos los 
servidores públicos, en donde distintos tipos de con-
ducta pueden cometerse, las cuales, por su gravedad y 

gravísimas.
Piénsese en las faltas relacionadas con la contrata-

ción estatal, la hacienda pública y el régimen de las in-
habilidades e incompatibilidades, por ejemplo, en don-

de gravísimas, pues si desde el punto de vista típico 
solo se les considera como faltas graves o leves la san-

la función pública.
El Gobierno nacional no ha caído en la cuenta de 

que los servidores públicos no solo deben responder 
por faltas relacionadas con las infracciones al Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, al Derecho 
Internacional Humanitario y a la libertad personal, 
sino por una serie de comportamientos que también le 
causan mucho daño a la función pública. Además, en 
términos prácticos, existen determinados servidores 
que por el ejercicio de sus funciones no tienen ningu-
na relación con la primera clase de faltas, pero sí, por 
ejemplo, están únicamente dedicados a temas de con-
tratación estatal. 

Entonces, so pretexto de que las faltas relacionadas 
con las infracciones al Derecho Internacional de los De-
rechos Humanos, al Derecho Internacional Humanita-
rio y a la libertad personal no son de igual connotación 
con las irregularidades administrativas, de la hacienda 
pública y la contratación estatal, es necesario pregun-
tarse lo siguiente: ¿es conveniente que estas últimas 
faltas no sean consideradas como faltas gravísimas?

Obsérvese que si la apreciación del Gobierno na-
cional fuera acertada, se llegaría al siguiente proble-
ma práctico, el cual traería consecuencias gravísimas: 
si las faltas relacionadas con la contratación estatal, la 
hacienda pública y el régimen de las inhabilidades e 
incompatibilidades, por ejemplo, se deben considerar 
como faltas graves o leves –para distinguirlas de las 
que supuestamente merecen ser las únicas faltas graví-
simas–, entonces también habría una desproporcionali-
dad con las actuales faltas graves o leves, pues algunos 
incumplimientos de deberes proporcionalmente no son 
iguales a dichas faltas. Para ser más claros, demos el si-
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de la contratación estatal no debe ser gravísimo (por-
que en la particular postura del Gobierno nacional ello 
es solo para tres tipos de faltas), entonces esta conduc-
ta, por sustracción de materia, debe ser grave o leve. 
Pero, el incumplimiento de algunos deberes (como no 
asistir puntualmente al lugar del trabajo o respetar a 
los compañeros) actualmente también es considerado 
como una falta grave o leve. Entonces, ¿qué proporcio-
nalidad habría entre estas dos últimas clases de faltas?

El Gobierno nacional tampoco ha entendido que 
solo existen tres tipos de faltas, desde el punto de vista 
típico, para innumerables situaciones que pueden pre-
sentarse:

T os de t s D st nt s te s
Faltas gravísimas 
Faltas graves 
Faltas leves

Violaciones a los Derechos Humanos y al DIH
Conductas que coinciden con descripciones típicas
Régimen de inhabilidades, incompatibilidades y 

Faltas relacionadas con el Derecho Administrativo
Faltas relacionadas con la Contratación Estatal
Faltas relacionadas con la Hacienda Pública
Faltas relacionadas con el Régimen Penitenciario y 
Carcelario

Pretender que solo las tres primeras materias sean 
únicamente las faltas gravísimas no solo es imposible, 
sino absolutamente inconveniente dados los distintos 
comportamientos que pueden darse en cualquier esfera 
de lo público.

En segundo lugar, la tasación de la sanción disci-
plinaria no surge únicamente de la categorización de la 
falta desde su punto de vista típico, como tal parece en-
tenderlo el Gobierno nacional. En efecto, debe tenerse 
en cuenta que el grado de culpabilidad y los atenuantes 
y agravantes que se establecen en el texto del proyec-
to son de una estructura similar a la de la Ley 734 de 
2002. 

Así las cosas, los principios de proporcionalidad y 
razonabilidad se enmarcan no solo en la tipicidad de la 
conducta, sino también en el grado de la culpabilidad 

cómo las faltas gravísimas pueden acarrear una sanción 
distinta a la destitución y a la inhabilidad general cuan-
do son cometidas a título de culpa grave. 

De igual manera, en el evento de tasar la inhabili-
dad, las autoridades deben tener en cuenta los criterios 
para imponer la respectiva sanción. Por tanto, no hay 

aquellas conductas relacionadas con la violación a los 
Derechos Humanos y al Derecho Internacional Huma-
nitario, las que generalmente se cometen a título de 
dolo, por lo que son susceptibles de la destitución y la 
máxima inhabilidad. 

En tercer lugar, el Gobierno nacional de manera 
concreta expone que las siguientes faltas contenidas en 
el artículo 55 del proyecto no deben considerarse como 
gravísimas. Para ello, demos respuesta a las objeciones 
por cada una de estas faltas:

) D     con c n de  s enc o d -
n st t o os t o. 

-
tivo positivo es una conducta de mucha más connota-
ción que la de no responder las peticiones o en últimas 
dar lugar al silencio negativo. Además, si se tiene en 

cuenta el grado de culpabilidad, fácil será advertir que 
en la mayoría de ocasiones este tipo de falta se da por 
culpa grave, graduación que inequívocamente excluye 
la destitución e inhabilidad general, aspecto que en úl-
timas es lo que esgrime el Gobierno nacional.

b) V o   ese  de  n est c n  de s 
de s ct c ones so et d s   s  est cc n.

Violar la reserva de la investigación y de las demás 
actuaciones sometidas a la misma restricción ello es 
una conducta que implica mucho más que el incum-
plimiento de un simple deber. Como se sabe, la reserva 
busca proteger derechos fundamentales, por lo que su 
inobservancia debe merecer un correctivo idóneo. 

c) Cons  en e  s t o de t b jo o en es 
b cos  s st nc s o b d s e od c n de-

endenc  s c  o s c  s st   t b jo en t es 
o s oc s ones en est do de e b e  o b jo e  
e ecto de est e c entes. C ndo  cond ct  no 

e e e te d  con o e   od d d se d  
se  c c d  co o e.

Esta falta necesita precisamente de la reiteración 
para que pueda ser considerada gravísima. Por ende, 
cuando así no ocurra, la falta solo alcanza a ser con-
siderada grave, ya que así lo establece claramente la 
misma descripción típica. Ahora bien, la crítica efec-
tuada por el Gobierno nacional en el sentido de que 
no debe ser falta este comportamiento cuando se co-
meta en lugares públicos es irrelevante, pues la Corte 
Constitucional ya se ha referido a que esta conducta 
será considerada falta cuando ello afecte el ejercicio 
de la función pública. (Sentencia C-252 de 2003). Lo 
que ocurre es que al eliminarse dicha expresión podría 
equivocadamente entenderse que el servidor en horas 
laborales estaría habilitado para efectuar este tipo de 
consumos por fuera de las instalaciones donde presta 
sus servicios, lo cual a todas luces es equivocado. Por 
tanto, por la decisión de dicha sentencia y la categoría 
de la ilicitud sustancial esta falta admite esa única y 
proporcional interpretación. 

d) S n st  d tos ne ctos o doc ent c n 
con conten dos e no co es ond n   e d d  
o t  n o c n e ten  nc denc  en s  n-
c c n o e nenc  en e  c o o en  c e  
o en s o oc ones o scensos o  j st c  

n  s t c n d n st t .
En lo que respecta al suministro de datos inexactos 

o documentación con contenidos que no correspondan 
a la realidad u omitir información que tenga incidencia 
en su vinculación o permanencia en el cargo o en la 

-
car una situación administrativa, es incuestionable que 
tal proceder es absolutamente gravísimo, pues nada 
más y nada menos se trata de una conducta equipara-
ble con una falsedad en materia penal. Ahora bien, si 
la interpretación del Gobierno nacional fuera acertada, 
bien podría incurrir que el funcionario suministre datos 

-
nistrativos, consciente de que su proceder a lo sumo le 
generará como máximo una suspensión, pero de ningu-
na manera la pérdida de su empleo, cuestión absoluta-
mente antiética pero totalmente conveniente desde el 
punto de vista económico.

e) Inc  nj st c d ente en o  s ste -
t c  en  s st nc c n  o de os s ntos s -
n dos. Se ent ende o  o  s ste t c  e  nc -
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ento o  te de n se do  b co de os 
t nos j dos o  e  o e ento nte no en 

 s st nc c n de os s ntos   s n dos  en 
n  o o c n e e esente e  e nte o  c ento 

(20 ) de s  c  bo .
Un tanto igual sucede con la falta relacionada con 

la desatención de los asuntos asignados en el 20% de 
la carga laboral, pues erradamente el Gobierno nacio-
nal considera que debería ser el 100%. Pues bien, en 
esta particular postura, si se desatienden el 99% de esa 
carga el funcionario solo se vería afectado por una sus-
pensión en el peor de los casos. Pese a esta apreciación 
tan equivocada, téngase en cuenta que esa falta admite 
en la mayoría de los casos la culpa grave, con lo cual no 
siempre habría destitución e inhabilidad general, tal y 
como incorrectamente pretende hacerlo ver el Gobier-
no nacional.

Así las cosas, no son procedentes las objeciones 
presentadas por cada una de estas faltas.

En cuarto lugar, el Gobierno nacional efectúa si-
milares críticas a la siguiente falta relacionada con el 
régimen de incompatibilidades, inhabilidades, impedi-

“Prestar, a título personal o por interpuesta perso-
na, servicios de asistencia, representación o asesoría 
en asuntos relacionados con las funciones propias del 
cargo, o permitir que ello ocurra, hasta por el término 
de un (1) año después de la dejación del cargo, con res-
pecto del organismo, entidad o corporación en la cual 
prestó sus servicios, y para la prestación de servicios 
de asistencia, representación o asesoría a quienes es-
tuvieron sujetos a la inspección, vigilancia, control o 
regulación de la entidad, corporación u organismo al 
que haya estado vinculado ...”. 

La identidad y gravedad de esta falta que esgrime 
el Gobierno nacional venía aún más marcada por la re-
forma contenida en la Ley 1474 de 2011 (promovida 
por el Gobierno nacional), al establecer que esta prohi-
bición se extendía por un término de dos años. Así las 
cosas, este término se redujo a un año, por lo que en 
cierta forma el proyecto se orientó a reducir la drastici-
dad objeto de crítica por parte del Gobierno nacional.

Ahora bien, dado que el término de prohibición se 
redujo y que el incumplimiento de esta norma tiene 
varias implicaciones, se considera que no es excesivo 
adjudicar una sanción que realmente disuada al exser-
vidor de incurrir en dicho comportamiento. Si así no 
fuera y tuviera razón el ejecutivo, bastaría simplemente 
el pago de la conversión de salarios como objeto de la 
simple sanción de suspensión para solucionar el pro-
blema, cuestión a todas luces inconveniente.

En quinto lugar, el Gobierno nacional critica que se 
consideren faltas gravísimas algunos numerales conte-
nidos en el artículo 57 del proyecto:

a) No incluir en el presupuesto las apropiaciones ne-

debidamente el pago de sentencias, créditos judicial-
mente reconocidos, laudos arbitrales, conciliaciones y 
servicios públicos domiciliarios.

b) Ejecutar por razón o con ocasión del cargo, en 
provecho suyo o de terceros, actos, acciones u opera-
ciones o incurrir en omisiones tendientes a la evasión 

de impuestos, cualquiera que sea su naturaleza o deno-
minación, o violar el régimen aduanero o cambiario. 

c) No asegurar por su valor real los bienes del Estado 
ni hacer las apropiaciones presupuestales pertinentes.

Sin embargo, en este caso, al igual que muchos de 
los anteriores, el Gobierno nacional olvida que este tipo 
de conductas, por muy gravísimas que sean, son cometi-
das generalmente a título de culpa grave. Así, la propor-
cionalidad reclamada la tiene el mismo proyecto, como 
tradicionalmente se ha hecho en los anteriores Códigos, 
en donde una falta gravísima cometida con culpa grave 
jamás puede dar lugar a la destitución e inhabilidad ge-
neral. Por tanto, la crítica es absolutamente incorrecta.

En sexto y último lugar, baste por decir que las ante-
riores consideraciones son aplicables a las críticas que 
se hacen para la falta relacionada con la no decisión, 
por parte del Comité de Conciliación, de la proceden-

-
do en la ley, comportamiento descrito en el numeral 
1 del artículo 58 del proyecto. En efecto, la mayoría 
de las ocasiones este tipo de faltas se da por la inob-
servancia del cuidado necesario (culpa grave) lo cual 
automáticamente descarta la destitución e inhabilidad 
general, aspecto contemplado en este Código como los 
anteriores, cuestión que precisamente se explica en la 
proporcionalidad y justeza que tanto reclama y extraña 
el Gobierno nacional. 

En consecuencia, la Comisión considera que la ob-
jeción es infundada.

Ahora bien, en cuanto a la falta descrita en el nume-
ral 3 del artículo 55 del texto aprobado2 se estima pro-
cedente que, en virtud de la sentencia C-252 de 2003, 
la Corte Constitucional declare estarse a lo resuelto en 
dicho pronunciamiento, para que esa falta se conside-
re aplicable en cuanto afecte el ejercicio de la función 
pública.

1.3 V o c n de os t c os 13  2   3 de  
Const t c n Po t c

1.3.1 A entos de  Gob e no n c on
El parágrafo 1° del artículo 141 establece que cuan-

do se trate de faltas disciplinarias que constituyan in-
fracciones al Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos y del Derecho Internacional Humanitario, 
procede la revocatoria del fallo absolutorio por parte 
del Procurador General de la Nación, así como del ar-

-
so que tenga la calidad de víctima o perjudicado”.

Así las cosas, el Gobierno nacional establece que de 
la expresión destacada se deduce que de acuerdo con 
la ley, en los casos de faltas constitutivas de violación 
al Derecho Internacional de los Derechos Humanos y 
del Derecho Internacional Humanitario, solo el quejoso 
que tenga la calidad de víctima podrá solicitar la revo-
catoria del fallo absolutorio. O lo que es mismo: que 
la víctima que no tenga la condición de quejoso en el 
proceso disciplinario respectivo no podrá solicitar la 
revocatoria directa del fallo que declara libre de res-
ponsabilidad disciplinaria al acusado. 

2 Consumir, en el sitio de trabajo o en lugares públicos, 
sustancias prohibidas que produzcan dependencia física 
o síquica, asistir al trabajo en tres o más ocasiones en 
estado de embriaguez o bajo el efecto de estupefacien-
tes. Cuando la conducta no fuere reiterada conforme a la 
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Para ello, se traen a colación algunas consideracio-
nes de la Sentencia C-014 de 2004, proferida por la 
Corte Constitucional. 

1.3.2 Res est    objec n
Se considera que la objeción es absolutamente acer-

tada. Incluso la posición del Gobierno nacionales acor-
de con lo establecido en los artículos 109 y 110 del pro-
yecto, normas que permiten considerar que el objetivo 
es que se incluyan a las víctimas o perjudicados como 
sujetos procesales. Por ende, son estos los legitimados 
para solicitar la revocatoria de los fallos absolutorios 
y autos de archivo, sin que tenga necesariamente que 
tener la condición de quejoso.

En ese orden de ideas, la Comisión considera que la 
objeción es fundada.

1.  V o c n de  t c o 13 de  Const t c n
1. .1 A entos de  Gob e no n c on
El artículo 251 del proyecto de ley prevé que la 

investigación disciplinaria contra funcionarios de la 
Rama Judicial se adelantará dentro del término de seis 
(6) meses, prorrogable por tres (3) más, cuando en la 
misma actuación se investiguen varias faltas o se trate 
de dos o más inculpados. De acuerdo con el artículo 
213 del mismo proyecto de ley, en el caso de los demás 
servidores públicos y los particulares destinatarios de 
esta ley, el término de seis (6) meses para adelantar la 
investigación disciplinaria “podrá aumentarse hasta en 
otro tanto”, es decir, por seis (6) meses más, cuando en 
la misma actuación se investigue más de una falta o a 
dos o más inculpados. 

En similar sentido, el artículo 253 del proyecto de 
ley establece que solo cuando se produzca el reintegro 
del funcionario judicial suspendido de manera provi-
sional, “con la liquidación de la nómina del periodo en 
el cual la entidad realice el pago de la remuneración 

al sistema de seguridad social sobre este valor, sin que 
haya lugar al pago de intereses ni multas por extempo-
raneidad”. Al respecto, de conformidad con el artículo 
218 del proyecto de ley, en el caso de los demás ser-
vidores públicos, tales aportes deberán ser cancelados 
por la entidad, no al momento del reintegro como lo 
prevé el artículo 253 para los funcionarios judiciales, 
sino durante todo el tiempo en que el servidor perma-
nezca suspendido. 

“En efecto, el citado inciso segundo del artículo 218 
establece: 

Artículo 218. Reintegro del suspendido. En este 
caso, no obstante la suspensión del pago de la remune-
ración, subsistirá a cargo de la entidad, la obligación de 

respectivos”.
A juicio del Gobierno nacional, tanto el artículo 251 

como el artículo 253, inciso 2, establecen un tratamiento 
diferente que vulnera el artículo 13 de la Constitución 
Política, por cuanto el primero prevé un término de in-
vestigación especial e inferior, frente al que se concede 
a los demás servidores públicos y particulares destinata-
rios de este Código, y el segundo impone a las entidades 
obligaciones distintas en materia de pago de aportes pa-

de la suspensión provisional, según se trate de un funcio-
nario judicial o de otro tipo de servidor público. 

La diferencia anotada respecto del término de la 

sistema de seguridad social durante el tiempo en que 
subsista la suspensión provisional es discriminatoria e 

ley del funcionario judicial, porque el supuesto fáctico 
objeto de regulación es el mismo: en ambos casos se 
trata de la investigación y la suspensión provisional de 
una persona que trabaja al servicio del Estado, en el 
marco de una actuación orientada a determinar su res-
ponsabilidad disciplinaria. 

1. .2 Res est    objec n
Se considera que las objeciones son absolutamente 

acertadas, pues ciertamente no existen razones para que 
se establezcan diferencias en lo que tiene que ver con 
el término de la investigación disciplinaria y en cuanto 
a las garantías de la seguridad social, dependiendo del 
tipo de sujetos disciplinables. 

En consecuencia, la Comisión considera que la ob-
jeción es fundada

2. De s objec ones o  ncon en enc  
2.1 F t s e co nc den con desc c ones t -

c s de  e  en
2.1.1 A entos de  Gob e no n c on
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 65 del 

proyecto de la referencia, cuando la conducta no pueda 
adecuarse a ninguna de las faltas consideradas graví-
simas (artículos 52 a 64), en virtud de los principios 
de especialidad y subsidiariedad, constituirá falta gra-
vísima realizar objetivamente una descripción típica 
consagrada en la ley como sancionable a título de dolo, 
cuando se cometa en razón, con ocasión o como conse-
cuencia de la función o cargo, o abusando de él. 

En virtud de esta norma, se deduce que también será 

satisfaga los siguientes requisitos: (i) que sea objeti-

sancionable a título de dolo y (iii) que se cometa en 
razón, con ocasión o como consecuencia de la función 
o cargo, o abusando del mismo. 

A juicio del Gobierno nacional, por razones de con-
veniencia y para garantizar que el artículo de la referen-

incongruente con las decisiones que se adopten en la 
jurisdicción penal, es preciso que se establezca que 
la aplicación de esta norma estará supeditada al pro-
nunciamiento de un juez penal sobre la tipicidad de la 
conducta realizada por el servidor público o el particu-
lar investigado disciplinariamente, de manera que no 
sea procedente iniciar una investigación disciplinaria 
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 65, sino 
cuando previamente un juez de la jurisdicción penal ha 
proferido sentencia absolutoria. 

2.1.2 Res est    objec n
No se acepta la objeción presidencial por cuanto no 

es acertado supeditar la acción disciplinaria a la suerte 
de un proceso penal. Esta prejudicialidad que se recla-
ma no solo le resta autonomía al derecho disciplinario, 
sino que desconoce los múltiples pronunciamientos que 
se han emitido por la Corte Constitucional. En efecto, 
la Corte Constitucional, en la sentencia C-720 de 2006, 
efectuó el análisis de exequibilidad al numeral primero 
del artículo 48 de la Ley 734 de 2002 criterio que pre-
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cisamente se recogió en el artículo 65 del proyecto. En 
dicha sentencia, al estudiar la prejudicialidad, se dijo 
lo siguiente: 

“La diferencia en cuanto a la naturaleza, principios, 
-

plinario, puede llevar a que por un mismo hecho: i) se 
condene penalmente y se sancione disciplinariamente a 
la misma persona, ii) se le condene penalmente y se le 
absuelva disciplinariamente, iii) se le absuelva penal-
mente y se le sancione disciplinariamente, o iv) se le 
absuelva penal y disciplinariamente”.

-
titucional hizo su análisis a partir de la independencia 
entre los dos regímenes sancionatorios. En consecuen-
cia, el hecho de que se adelante una actuación discipli-
naria a partir de la descripción objetiva de un delito ello 
no hace que necesariamente coincidan las dos decisio-
nes (penal y disciplinaria), lo que descarta que previo 
al inicio de una investigación disciplinaria deba existir 

providencias contradictorias. 
Por lo tanto, la Comisión considera que la objeción 

es infundada.
2.2 R en de os nc on os de  R  J -

d c
2.2.1 A entos de  Gob e no n c on
El Título XI del proyecto de ley regula el régimen 

disciplinario de los funcionarios de la Rama Judicial. 
-

plinaria contra los funcionarios judiciales corresponde 
al Estado y se ejerce por la Sala Jurisdiccional Disci-
plinaria del Consejo Superior de la Judicatura y por las 
Salas Disciplinarias de los Consejos Seccionales (ar-
tículo 240). Los artículos siguientes, hasta el artículo 
262, reproducen en gran parte lo dispuesto sobre el par-
ticular en la Ley 734 de 2002, de manera que atribuyen 
a los mencionados titulares de la acción disciplinaria, 
funciones de investigación, decisión de impedimentos 
y recusaciones, resolución de recursos y adopción de 
providencias, práctica de pruebas, juzgamiento y eje-
cución y registro de sanciones. 

No obstante, lo cierto es que mediante el Acto Le-
gislativo 02 de 2015, “por medio del cual se adopta 
una reforma de equilibrio de poderes y reajuste institu-

estructura de la denominada jurisdicción disciplinaria, 
de suerte que los organismos indicados en precedencia 
han dejado de existir, para dar paso a la creación de una 
nueva institucionalidad conformada por el Consejo de 
Gobierno Judicial, la Comisión Nacional de Discipli-
na Judicial, las Comisiones Seccionales de Disciplina 
Judicial y la Gerencia de la Rama Judicial, tal como 
se desprende de los artículos 15, 16 y 19 del Acto Le-

-
can respectivamente los artículos 254, 255 y 257 de la 
Constitución Política de Colombia. 

Igual situación se predica de distintas disposiciones 
del proyecto de ley, como lo son, entre otros, los ar-
tículos 66, 83, 93, 109, los cuales remiten al Consejo 
Superior y a los Consejos Seccionales de la Judicatura 
disposiciones que de no ajustarse a la nueva estructu-
ra institucional podrían generar una situación de inse-
guridad jurídica y vacío normativo, frente al operador 
disciplinario. 

Según el Gobierno nacional, todo lo anterior cobra 
mayor relevancia, cuando el mismo Acto Legislativo 
número 2 de 2015, en su artículo 18 transitorio, asigna 
al Gobierno nacional presentar antes del 10 de octubre 
de 2015 un proyecto de ley estatutaria para regular el 
funcionamiento de los órganos de gobierno y adminis-
tración judicial, de manera que, hasta tanto no se trami-
te el referido proyecto de ley estatuaria en el Congreso 
de la República, se estarían generando diversas situa-
ciones que pueden afectar el proceso disciplinario, el 
debido proceso, las garantías de los disciplinados, entre 
otros, al no tener claridad sobre quién o cuál ente debe 
obrar como titular de la acción disciplinaria. 

Por otra parte, aunque podría pensarse que basta-
ría con cambiar una entidad por otra, el proyecto prevé 
funciones cuya asignación, conforme a la nueva estruc-
tura institucional, requiere un mayor análisis. Así, por 
ejemplo, el artículo 261 indica que las sanciones de 
multa serán impuestas a favor del Consejo Superior de 
la Judicatura. Al respecto, el Gobierno nacional se pre-
gunta lo siguiente: ¿cuál es la entidad que, de acuerdo 
con las funciones señaladas en el Acto Legislativo 02, 
debe recibir dichas multas? ¿La Comisión Nacional de 
Disciplina Judicial, el Consejo de Gobierno Judicial, o 
incluso la Gerencia de la Rama Judicial? 

Por tanto, según el Gobierno nacional, resulta in-
conveniente la regulación propuesta en el Título XI del 
proyecto de ley, y demás disposiciones citadas, pues 
asignan funciones a entidades próximas a desaparecer 
en virtud del Acto Legislativo 02 de 2015. Reitera que 
no se trata únicamente del cambio de denominación de 
algunas de las entidades responsables de la actividad 
disciplinaria, pues las reformas introducidas por el ci-
tado Acto Legislativo corresponden a un diseño consti-
tucional diferente, que debe ser desarrollado mediante 
una ley estatutaria.

2.2.2 Res est    objec n
Se considera que las objeciones presentadas por el 

Gobierno nacional en cuanto a estos aspectos deben 
acogerse.

En efecto, y si bien el proyecto de Código Gene-
ral Disciplinario utilizó la expresión “o quien haga sus 
veces” en los varios artículos referidos por el ejecuti-

-
ciplinaria estará a cargo de la Sala Jurisdiccional Dis-
ciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y por 
las Salas Disciplinarias de los Consejos Seccionales o 
quien haga sus veces–, se considera que la observación 
es pertinente, ya que fue aprobada la reforma de equili-
brio de poderes mediante el respectivo acto legislativo.

Por otra parte y en lo que tiene que ver con la asig-
nación de competencia para conocer de los procesos 
disciplinarios de los empleados judiciales, se acoge la 
objeción presentada por el Gobierno nacional. En efec-
to, las normas del Código General Disciplinario deben 
ser coherentes con lo establecido con el Acto legislati-
vo número 02 de 2015. 

En consecuencia, la Comisión considera que la ob-
jeción es fundada.

2.3 E  s ste  o  de  oceso d sc n o  s 
e sone s n c es

2.3.1 A entos de  Gob e no n c on
Las Personerías Municipales hacen parte del Minis-

terio Público, de manera que están bajo la dirección del 
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Procurador General de la Nación y se encargan de la 
vigilancia de quienes desempeñan funciones públicas. 
En tal medida, resulta pertinente tener en consideración 
que el proyecto de ley sobre el Código General Dis-
ciplinario, al contemplar la implementación de la eta-
pa de juzgamiento de manera oral, conllevará para las 
personerías municipales, en su calidad de operadores 
disciplinarios, el deber de garantizar y aplicar el con-
tenido de la norma, lo cual, como lo ha manifestado 
la misma Federación Nacional de Personeros de Co-
lombia (Fenalper)3, demandará la implementación de 
tecnologías y recursos físicos y humanos con los que 
en la actualidad no cuentan dichas entidades. 

En este orden, la implementación del Código Ge-
neral Disciplinario por parte de las personarías muni-
cipales, llamadas a fungir como operadores disciplina-
rios, implicará para ellas una serie de actividades que 
seguramente superarán su capacidad organizacional y 
de estructura. Así, funciones como la entrega de co-
pias gratuitas establecida en el artículo 17 del proyecto 

artículos 111, 121 y 245 que demandan la existencia 
de un funcionario que realice tal labor, a riesgo de que 
sea el mismo personero quien se ocupe de esta tarea 
desatendiendo sus funciones –entre ellas la atención a 
víctimas, o la práctica de pruebas como comisionadas 

hora de implementar el Código General Disciplinario. 
Es claro que esta labor se verá afectada aún más con la 
realización de las audiencias de juzgamiento que exigi-
rán la presencia permanente de los personeros como ti-
tulares de la acción disciplinaria y la existencia de salas 

Por las razones anteriormente expuestas, el Gobier-
no nacional considera que sancionar este proyecto de 

en la lucha contra la corrupción, será, con relación a las 

procedimentales, lo cual seguramente producirá la vul-
neración de las garantías procesales dadas las actuales 
falencias estructurales, administrativas y presupuesta-
les de estas entidades. 

3 Comunicación del 15 de julio de 2015, suscrita por el 
Director Ejecutivo: “El panorama resulta ser desolador 
para la democracia local, ya que estas instituciones no 
cuentan con el músculo estructural, administrativo y 
mucho menos presupuestal para el cumplimiento efec-
tivo de cada requerimiento endilgado por cada ley. En 
Colombia el 90% de las 1102 Personerías de conformi-
dad con los parámetros establecidos en la Ley 617 de 

de ellas deben cumplir todas sus funciones con un pre-
supuesto no superior a 80 millones de pesos en el cual 
debe incluirse el pago de salarios y prestaciones de los 
funcionarios. Esto implica que en la mayoría de los casos 
el funcionario esté solo frente al despacho porque los re-
cursos no alcanzan para el pago de un auxiliar adminis-
trativo so pena de hacer una alta inversión personal para 

 En cuanto a las capacidades y condiciones de infraes-
tructura el escenario no puede ser menos paupérrimo, tal 
como lo muestra la encuesta realizada por Fenalper en 
la Asamblea Nacional de Personeros desarrollada en el 
mes de octubre de 2013, con el apoyo del Programa de 
Derechos Humanos de USAID, a más de 680 persone-
ras/os asistentes, pues de acuerdo con los resultados, el 
79% no cuentan con mobiliario para los despachos de las 
entidades, el 82% de ellas no cuentan con archivadores 
y el 79% demandan sillas de espera para la atención y 
orientación a la ciudadanía.

2.3.2 Res est    objec n
No se acepta la objeción, en razón a que los incon-

venientes que se enuncian en cabeza de las Personerías 
no son producto de la competencia disciplinaria a ellas 
atribuida. 

Toda reforma necesariamente trae como consecuen-
cia cambios estructurales y logísticos en las entidades 
públicas. La aplicación de la oralidad en el proce-
dimiento que se establece en el proyecto de reforma 

las actuaciones, sino la publicidad del juzgamiento, la 
inmediación probatoria y la rigurosidad para adelantar 
un juicio disciplinario, cuestiones que maximizan las 
garantías de los sujetos procesales, todo ello conforme 
a los mínimos estándares exigidos internacionalmente.

Frente a las cifras que se evidencian por Fenalper, 
se debe resaltar que en las Personerías de los munici-
pios de 3ª, 4ª, 5ª y 6ª categorías son pocos los procesos 
disciplinarios que allí se adelantan y, por ende, el volu-
men de pliegos de cargos es igualmente escaso. En tal 
sentido, el procedimiento por audiencias no constituye 
una carga mayor para estos personeros, ya que ellos 
adelantarán audiencias ocasionalmente. 

Ahora bien, la solución de algunos problemas que 
afrontan las Personerías debe avocarse desde otra pers-
pectiva distinta a la de eliminar y limitar sus funciones 
como ministerio público. 

Por ende, lo que se debe hacer es presentar e impul-
sar proyectos de ley para su fortalecimiento, todo ello 
teniendo en cuenta las distintas labores que se le han 
asignado y su representatividad en la comunidad. 

En consecuencia, la Comisión considera que la ob-
jeción es infundada.

Pese a lo dicho, se considera que la entrada en vigen-
cia del procedimiento de las Personerías Municipales, 
a excepción de aquellas de primera categoría, podría 
prologarse por un término de tres (3) años adicional al 
establecido. Por ello, la comisión estima que la entrada 
en vigencia del procedimiento para estas personerías 
podría ser a partir del 1° de enero de 2020.

2. . As n c n de ec sos  Inst t to de Est -
d os de  M n ste o P b co 

2. .1 A entos de  Gob e no n c on
El artículo 264 del proyecto de Ley establece que 

divulgación y publicación del contenido de la presente 
ley, la Procuraduría General de la Nación y la Defenso-
ría del Pueblo podrán destinar hasta el 1% de su presu-
puesto al Instituto de Estudios del Ministerio Público”. 

El Gobierno nacional destaca que esta previsión te-
nía sentido en el contexto normativo de lo dispuesto en 
el anterior artículo 281 de la Constitución Política, cuyo 
tenor literal señalaba: “El Defensor del Pueblo formará 
parte del Ministerio Público y ejercerá sus funciones 
bajo la suprema dirección del Procurador General de 
la Nación...”.

Sin embargo, mediante el artículo 24 del Acto Le-
-

do así: “El Defensor del Pueblo ejercerá sus funciones 
de manera autónoma. Será elegido por la Cámara de 
Representantes para un periodo institucional de cuatro 
años de terna elaborada por el Presidente de la Repú-
blica”.
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-
cado por el artículo 25 de este Acto Legislativo, ahora 
establece: “La ley determinará lo relativo a la organi-
zación y funcionamiento de la Defensoría del Pueblo 
como ente autónomo administrativa y presupuestal-
mente”.

De este modo, es evidente que en la actualidad la 
Defensoría del Pueblo es una entidad con autonomía 
administrativa y presupuestal, por lo que no resulta 

establecer la posibilidad de que destine el 1% de su pre-
supuesto a un Instituto que pertenece a otro ente, razón 
de más para considerar que la previsión normativa del 
artículo 264 del presente proyecto de ley resultaría in-
adecuada en lo que hace referencia a la Defensoría del 
Pueblo.

2. .2 Res est    objec n
Si bien la iniciativa legislativa del presente proyecto 

de ley surgió precisamente de la Procuraduría y de la 
Defensoría del Pueblo, se considera que es procedente 
la objeción presentada por el Gobierno nacional, pues 
conforme a lo establecido en el reciente acto legislativo 
la Defensoría tiene mucho más independencia y auto-
nomía frente a la Procuraduría General de la Nación.

En consecuencia, la Comisión considera que la ob-
jeción es fundada.

P o os c n
Por las anteriores consideraciones, la Comisión 

Accidental designada para estudio de objeciones pre-
sidenciales al P o ecto de e  n e o 55 de 201  Se-
n do  1 5 de 201  C  por medio de la cual se 
e pide el C di o eneral isciplinario  se dero an la 
le   de   al unas disposiciones de la e   
de , relacionadas con el derec o disciplinario , 
se permite proponer ante la Plenaria del Senado de la 
República lo siguiente:

1. Declarar infundada la objeción por inconstitucio-
nalidad del artículo 67 del texto conciliado del proyec-
to en mención.

2. Declarar infundada la objeción por inconstitucio-

conciliado del proyecto en mención.
3. Declarar fundada la objeción por inconstituciona-

lidad del artículo 141 del texto conciliado del proyecto.
4. Declarar fundada la objeción por inconstitucio-

nalidad de los artículos 251 y 253 del texto conciliado 
del proyecto.

5. Declarar infundada la objeción por inconvenien-
cia del artículo 65 del texto conciliado del proyecto.

6. Declarar fundada la objeción por inconveniencia 
de las expresiones “Sala Jurisdiccional Disciplinaria 
del Consejo Superior de la Judicatura” y “Salas disci-
plinarias de los Consejos Seccionales” en los artículos 
66 , 83, 93, 109, 170, 240, 243, 244, 245, 246, 248, 249 
y 256 del texto conciliado del proyecto, igualmente, la 
de los artículos 260 y 261.

7. Declarar infundada la objeción por inconvenien-
cia de los artículos 17, 111, 121 y 245 del texto conci-
liado del proyecto.

8. Declarar fundada la objeción por inconveniencia 
del artículo 264 del texto conciliado del proyecto.

Atentamente, 

Const nc
En mi calidad de integrante de la comisión acci-

dental de estudio  de  las  objeciones presidenciales al 
Proyecto de ley número 55 de 2014 Senado, 195 de 
2014 Cámara, por medio de la cual se e pide el C di o 

eneral isciplinario  se dero a la e   de  
 al unas disposiciones de a le     de  , re-

lacionadas  con  el  derec o  disciplinario,  me  permi-
to dejar constancia con relación a mi posición frente a 
cada una de las propuestas. En algunos casos, coincido 
con las propuestas realizadas por la comisión accidental 
de objeciones presidenciales, mientras que en otros ca-
sos me aparto de ellas. Para este objetivo, brevemente 
explicaré cuáles son las objeciones presidenciales, cuál 
es la posición de la comisión accidental de objeciones 

plantearé mi posición.
1. Objec ones o  nconst t c on d d
1.1. Desconoc ento de  nc o de o b -

d d
El n o e de objec ones es denc es señala 

que el artículo 67 del Proyecto de ley número 55 de 
2014 Senado, 195 de 2014 Cámara, por medio de la 
cual se e pide el C di o eneral isciplinario  se 
dero a la e   de   al unas disposiciones de 
la e   de , relacionadas con el derec o dis-
ciplinario (en adelante, “el proyecto  de  ley”),  vulnera  
el principio de favorabilidad1 por cuanto frente a una 

y como falta gravísima, se aplicará y considerará que 
aplica la pena más grave y no la más leve.

Con relación a esta objeción, la co s n cc -
dent  de est d o  de  s  objec ones es denc es 
propone rechazar esta objeción, argumentando que el 
principio de favorabilidad se ha reconociendo cuando 

el tiempo, mas no entre normas que hacen parte de un 
mismo estatuto, tal y como ocurre en el presente caso.

Frente a lo anterior, esto  de c e do con  o-
est  de  co s n cc dent  de objec ones  e-

s denc es.
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1.2. Desconoc ento de  nc o de o o c o-
n d d de s s nc ones d sc n s

En n o e de objec ones es denc es señala 
que algunos numerales de los t c os 55 (faltas rela-
cionadas con el servicio o la función pública), 5  (faltas 
relacionadas con el régimen de incompatibilidad, inha-

5   
(faltas relacionadas  con la hacienda pública) y 58 (faltas 
relacionadas con la acción de repetición) desconoce el 
principio de proporcionalidad de las penas, por cuanto le 
da el mismo tratamiento en materia disciplinaria a estas 
conductas que a aquellas que violan el DIH. En efecto, 
tanto las violaciones al DIH como otras conductas como 
faltas sobre hacienda pública, inhabilidades o incompa-
tibilidades, entre otras, tienen la misma sanción, cuando 
las del DIH deberían tener sanción mayor.

Frente a esta objeción, la co s n cc dent  de 
est d o de s objec ones  es denc es propone re-
chazar esta objeción del presidente, argumentando  que  
los servidores  públicos  no solo deben responder por 
faltas relacionadas  con las infracciones al Derecho In-
ternacional de los Derechos Humanos, al Derecho In-
ternacional Humanitario y a la libertad personal, sino 
por una serie de comportamientos que también le cau-
san mucho daño a la función  pública. Además, en tér-
minos prácticos, existen determinados servidores que 
por el ejercicio de sus funciones no tienen ninguna re-
lación con la primera clase de faltas (las faltas al DIH), 
pero sí, por ejemplo, están únicamente dedicados a te-
mas de contratación estatal.

Esto  en des c e do ente   o est  de  
co s n cc dent  de objec ones presidenciales, pues 
considero que el Gobierno tiene razón en esta objeción, 
por lo menos con relación a una de las faltas, pues consi-
derarla gravísima es desproporcionado. Entre esas faltas 
que tienen una sanción desproporcionada se encuentra la 
de consumir en sitios públicos sustancias prohibidas que 
causen dependencia física o psíquica.

Valga la pena recordar que en la Sentencia C-252 de 
2003, la Corte Constitucional revisó este tema. En esa 
sentencia la Corte dijo que era constitucional sancionar 
como falta el consumo de sustancias prohibidas en lu-
gares públicos, siempre que se tratara de casos en los 
que se afectaran las funciones públicas. Eso pasaría en 
el caso de un servidor público que tiene que desarrollar 
sus labores en espacios públicos. No obstante, la norma 
del proyecto que establece esta falta está redactada de 
manera mucho más amplia.

1.3. V ne c n de os de ec os de s ct s
El informe de objeciones presidenciales señala  que 

el o  1  de  t c o  1 1 vulnera los derechos 
de las víctimas. Esta norma establece que cuando se trate 
de faltas disciplinarias que constituyan infracciones al 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del 
Derecho Internacional Humanitario, procede la revoca-
toria del fallo absolutorio por parte del Procurador Ge-
neral de la Nación, así como del archivo de la actuación, 

de víctima o perjudicado”. De acuerdo con el Gobier-
no, esa norma vulnera los derechos de las víctimas, por 
cuanto solo el quejoso que tenga la calidad de víctima 
podrá solicitar la revocatoria del fallo absolutorio, o lo 
que es mismo, que la víctima que no tenga la condición 
de quejoso en el proceso disciplinario respectivo no po-
drá solicitar  la  revocatoria directa del fallo que declara 
libre de responsabilidad disciplinaria al acusado.

La co s n cc dent  de est d o de s objec o-
nes es denc es está de acuerdo con la objeción del 
presidente, por lo que sugiere aceptarla. En este punto 
en concreto, esto  de c e do con  co s n cc -
dent  de est d o de s objec ones es denc es.

1. . V ne c n de  nc o de d d
El n o e de objec ones es denc es señala que 

el artículo 251 del proyecto de ley desconoce el principio 
de igualdad. Dicho artículo prevé que la investigación 
disciplinaria contra funcionarios de la Rama Judicial se 
adelantará dentro del término de seis (6) meses, prorro-
gable por tres (3) más, cuando en la misma actuación se 
investiguen varias faltas o se trate de dos o más inculpa-
dos. Ello se debe a que se establecen términos distintos 
para los procedimientos atendiendo simplemente a la ca-
lidad de los sujetos sobre los que recae la actuación. De 
acuerdo con el artículo 213 del mismo proyecto de ley, 
en el caso de los demás servidores públicos y los parti-
culares destinatarios de esta ley, el término de seis (6) 
meses para adelantar la investigación disciplinaria “po-
drá aumentarse hasta en otro tanto”, es decir, por seis (6) 
meses más, cuando en la misma actuación se investigue 
más de una falta o a dos o más inculpados.

La co s n cc dent  de est d o de s obje-
c ones es denc es solicita declarar fundada esta 
objeción. También con relación a este punto, estoy de 
c e do con  co s n cc dent  de est d o de s 

objec ones es denc es.
2. Objec ones o  ncon en enc
2.1. Incon en enc  de est b ece  e todo de to 

es t  d sc n
El informe de objeciones presidenciales argumenta 

que el artículo 65 del proyecto de ley es inconveniente. 
Este artículo establece lo siguiente:

r culo   al as ue coinciden con descripcio-
nes picas de la le  penal  Cuando la  conduc a no 
pueda adecuarse a nin una de los an eriores fal as, en 
vir ud de los principios de especialidad  su sidiarie-
dad, cons i uir  fal a rav sima, reali ar o e ivamen-
e una descripci n pica consa rada en la le  como 

deli o  sanciona le a ulo de dolo, cuando se come a 
en ra n, con ocasi n o como consecuencia de la fun-
ci n o car o, o a usando de l

Para el Presidente, este artículo puede dar lugar a que 
haya incongruencia con las decisiones que se adopten en  
la jurisdicción  penal,  por  lo  que  es  preciso  que se  esta-
blezca  que  la aplicación de esta norma estará supeditada 
al pronunciamiento de un juez penal sobre la tipicidad de 
la conducta  realizada  por  el  servidor  público  o  el  par-
ticular  investigado disciplinariamente, de manera que no 
sea procedente iniciar una investigación disciplinaria con 
fundamento en lo dispuesto en el artículo 65, sino cuando 
previamente un juez de la jurisdicción penal ha proferido 
sentencia absolutoria.

La co s n cc dent  de est d o de s objec o-
nes es denc es propone no aceptar esta objeción, por 
cuanto no es acertado supeditar la acción disciplinaria a la 
suerte de un proceso penal. Esta prejudicialidad que se re-
clama  no solo le resta autonomía al derecho disciplinario, 
sino que desconoce los múltiples pronunciamientos que 
se han emitido por  la Corte Constitucional.

Con relación a esta objeción, estoy en des c e do 
con  co s n cc dent  de est d o de s objec o-
nes es denc es. Considero que el Presidente de la 
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República tiene razón, por cuanto hay redundancia de 
funciones (dos entidades distintas estarían haciendo lo 
mismo) y además puede llegar a haber decisiones con-
trapuestas  (como en la práctica ha sucedido, lo cual va 

-
duría y de la Fiscalía).

2.2. R en d sc n o de os nc on os de 
 R  J d c

El n o e de objec ones es denc es señala que 
el Título XI del proyecto de ley es inconveniente. Este 
título regula el régimen disciplinario de los funcionarios 
de la Rama Judicial, para lo cual señala que la función 
disciplinaria la ejerce la Sala Jurisdiccional Disciplinaria 
del Consejo Superior de la Judicatura y las Salas Dis-
ciplinarias de los Consejos Seccionales (artículo 240). 
De acuerdo con el informe, estos órganos fueron mo-

“Equilibrio de poderes”), por lo que debe ajustarse la  
redacción al  nuevo sistema disciplinario allí previsto.

La co s n cc dent  de est d o de s obje-
c ones es denc es solicita declarar fundada esta 
objeción. También con relación a este punto, estoy de 
c e do con  co s n cc dent  de est d o de s 

objec ones es denc es.
2.3. C c d d de os e sone os  e  

nc n d sc n
El informe de objeciones presidenciales señala que 

los personeros municipales ejercen acción disciplina-
ria, por lo que les será aplicable el juzgamiento de ma-
nera oral que prevé el Código Disciplinario. Esto re-
quiere de recursos adicionales de los que no disponen 
las personerías, por lo que no van a poder implementar 
el Código Disciplinario y no podrán en consecuencia 
poder ejercer control disciplinario. Esta objeción no se 

La co s n cc dent  de est d o de s objec o-
nes es denc es solicita  no  aceptar  la objeción del 
Presidente, en razón a que los inconvenientes que se 
enuncian en cabeza de las Personerías no son producto 
de la competencia disciplinaria a ellas atribuida.

Toda reforma necesariamente trae como consecuen-
cia cambios estructurales y logísticos en las entidades 
públicas. La aplicación de la oralidad en el procedi-

miento que se establece en el proyecto de reforma trae 
-

tuaciones, sino la publicidad del juzgamiento, la inme-
diación probatoria y  la  rigurosidad  para  adelantar 
un juicio disciplinario, cuestiones que maximizan las 
garantías de los sujetos procesales, todo ello conforme 
a los mínimos estándares  exigidos internacionalmente.

Pese a lo dicho, se considera que la entrada en vi-
gencia del procedimiento de las Personerías Munici-
pales, a excepción de aquellas de  primera categoría,  
podría  prolongarse  por  un término de tres (3) años 
adicional al establecido. Por ello, la comisión estima 
que la entrada en vigencia del procedimiento para estas 
personerías podría ser a partir del 1° de enero de 2020.

Con relación a este punto, estoy de c e do con  
o est  de  co s n cc dent  de est d o de 
s objec ones es denc es.

2. . A tono  es est  y d n st t  de 
 De enso  de  P eb o

El n o e de objec ones es denc es señala que 
el artículo 264 del proyecto de ley desconoce la autono-

-
soría del Pueblo. Este artículo señala que con el n de 
promover la capaci aci n, inves i aci n, divul aci n  
pu licaci n del con enido de la presen e le , la rocura-
dur a eneral de la aci n  la efensor a del ue lo 
podr n des inar as a el  de su presupues o al Ins i u o 
de s udios del inis erio lico  El Presidente seña-
la que en virtud de la reforma de equilibrio de poderes, 
la cual dio autonomía presupuestal y administrativa a la 
Defensoría del Pueblo, no tiene sentido que esta destine el 
1% de sus recursos a un instituto de otra entidad.

La co s n cc dent  de  est d o de  s obje-
c ones es denc es solicita declarar  fundada esta 
objeción. También con relación a este punto, estoy de 
c e do con  co s n cc dent  de est d o de s 

objec ones  es denc es.

P O N E N C I A S
INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 

 DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 1 
DE 2015 SENADO

por la cual se a el alcance del manda o es a lecido 
en el inciso  del ar culo  de la e   de enero  

de 
Bogotá D. C., septiembre 22 de 2015
Doctor
MAURICIO DELGADO
Vicepresidente
Comisión Séptima Senado de la República
Ciudad
As nto  In o e de Ponenc   P e  De-

b te  P oyecto de ey n e o 1 de 2015 Sen do, 

por la cual se a el alcance del manda o es a lecido 
en el inciso  del ar culo  de la e   de enero  
de 

Respetado doctor:

En atención a la designación que me fue encomen-
dada en el trámite del Proyecto de ley número 61 del 

-
dato establecido el inciso 1° del artículo 35 de la Ley 
1ª de enero 10 de 1991”, presentamos ante el hono-
rable Senado de la República el texto que contiene el 
informe de ponencia para primer debate al proyecto 
en mención.

La presente ponencia se desarrollará de la siguiente 
manera:

1. Antecedentes legislativos
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2. Objeto del proyecto de ley

3. Marco constitucional

4. Análisis

5. Proposición

6. Texto propuesto para primer debate.

1. Antecedentes e s t os

El 19 de agosto de 2015, ante la Secretaría del ho-
norable Senado de la República se radicó el Proyecto 

el alcance del mandato establecido en el inciso 1° del 
artículo 35 de la Ley 1ª de enero 10 de 1991 en la Gace-
ta del Congreso número 604 de 2015, posteriormente, 
fuimos asignados como ponentes ante esta honorable 
célula legislativa los honorables Senadores Yamina 
Pestana Rojas, Álvaro Uribe Vélez y mi persona.

2. Objeto de  oyecto de ey

-
cance que debe darse al mandato contenido en la Ley 1ª 
de enero 10 de 1991, artículo 35, inciso 1° en el sentido 
de garantizar el pago de la Nación a las jubilaciones 
y la prestación del servicio médico a las personas que 
tenían dicho estatus al momento de la liquidación de la 
empresa Puertos de Colombia, de manera general a la 
norma.

El proyecto no comprende pensiones reconocidas 
por el extinto Fondo de Pasivo Social, creado para la 
administración del pasivo de la empresa Colpuertos.

La liquidación de la empresa Puertos de Colombia 
fue ordenada por el artículo 35 de la Ley 1ª de enero 10 
de 1991, con plazo de tres años para hacerlo, los cuales 
vencieron el día 10 de enero de 1994.

3. M co const t c on

• Ley 1ª de enero 10 de 1991, artículo 35, inciso 1°. 
Promulgación: iario cial 39.626.

• Sentencia Corte Constitucional C-013 de enero 21 
de 1993. Constitucionalidad de la Ley 1ª de 1991.

• Decreto 2465 de septiembre 10 de 1981, artículo 
18 numeral 11. Promulgación: iario cial 35.862. 
Aprobación de los Estatutos de la Empresa Puertos de 
Colombia.

• Decreto 2318 de noviembre 9 de 1988, artículo 
3°. Promulgación: iario cial
numeral 13 del artículo 18 del Acuerdo 857 de 1981 
aprobado por Decreto 2465 de 1981. (Otorga faculta-
des a la Junta Directiva Nacional de la Empresa Puertos 
de Colombia para “Fijar la estructura administrativa, la 
planta de personal, las escalas de remuneración y pres-
taciones sociales de los empleados de la empresa.

• Decreto-ley 135 de enero 14 de 1991, artículo 12. 
Promulgación: iario cial 39.627. 

• Concepto Consejo de Estado Sala de Consulta y 
Servicio Civil - Radicado 403 de octubre 1° de 1991. 
Magistrado Ponente Jaime Betancur Cuartas. Trata 
de la aplicación del artículo 12 del Decreto-ley 13 de 
1991. Ver pág. 4, punto 4. Concepto solicitado por el 
Ministro de Obras Públicas y Transporte.

• Decreto 907 de junio 2 de 1992, artículo 5°. Pro-
mulgación: iario cial 40.461.

• Decreto 12 de enero 7 de 1993, artículo 6°. Pro-
mulgación: iario cial 40.711.

CONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY 1ª DE 
1 1

La exequibilidad de la Ley 1ª de enero 10 de 1991 
fue dispuesta por la Corte Constitucional mediante 
Sentencia C-013 de enero 21 de 1993 con ponencia del 
Magistrado doctor Eduardo Cifuentes Muñoz, que de-
claró la constitucionalidad de la totalidad de la Ley 1ª 
de 1991.

Para declarar la exequibilidad la Corte tuvo en 
cuenta las razones que el Gobierno nacional precisó en 

que se le daba en el proyecto de ley, al aspecto laboral 

propios argumentos, con los cuales se comprende con 
mayor claridad lo establecido en el artículo 35 antes ci-
tado. Entre ellos los siguientes: Apartes de la sentencia:

ueda por e aminar el ercer ins rumen o de la 
le  s ue una ins i uci n nica se ra a de un con-
un o de medidas li uida orias ue cons i u en la fuen-
e de la con roversia ue a u  se dirime

a reor ani aci n comien a con la orden peren o-
ria de li uidar a la empresa uer os de Colom ia, Col-
puer os ar culo , e   de , ue adelan ar  
su eren e o uien desi ne el residen e de la ep li-
ca en un rmino m imo de res a os

os pasivos de la empresa se asumir n por la a-
ci n, ue omar  a su car o las si uien es deudas  a  
las pensiones de u ilaci n acumuladas   las pres a-
ciones sociales ue se adeuden  c  las indemni aciones 
ue se decre en  d  el mon o de las condenas udicia-

les  e  la deuda e erna

e o ra par e se declara ue la erminaci n de con-
ra os  de relaciones le ales re lamen arias nace de 

una causa especial la e inci n de Colpuer os , ue 
es erminal, por lo ue ales relaciones no se renuevan

ora ien, la e   de   los decre os le es 
ue la desarrollan se ocupan de aspec os la orales en 

la medida en ue la li uidaci n de una en idad, nece-
sariamen e compor a la previsi n so re el fu uro de los 
empleados ue uedan cesan es, las indemni aciones 
ue se acen e i i les como consecuencia de la ermi-

naci n de los con ra os la orales, el pa o de las pres-
aciones ue se adeuden  su mon o, lo mismo ue la 

de erminaci n de las personas o en idades encar adas 
de responder por los pasivos  o li aciones la orales

u nalidad l ima es proponer una re ulaci n ue 
permi a llevar a ca o la li uidaci n de una en idad 
de erminada uer os de Colom ia , previendo even-
uales rauma ismos en la erminaci n de los con ra os 

o de las vinculaciones le ales  re lamen arias  en el 
pa o de las o li aciones la orales

an o el le islador ordinario como e raordinario, 
en relaci n con el proceso li uida orio de uer os de 
Colom ia, uvieron un cri erio diferenciador ue sal a 
a la vis a en el an lisis de la le , su e posici n de mo-
ivos  de los decre os ue la desarrollan,  es el de es-
ar fren e a un proceso erminal  n efec o, la empresa 
uer os de Colom ia es  ine ora lemen e a ocada a 

su desaparici n
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o ace a o circuns ancias especiales, en primer 
rmino a  ue cons a ar ue no ser  reempla a-

do por o ra en idad es a al de la misma co er ura ni 
plan a de personal  n se undo rmino, el nuevo es-
uema por uario ue la le  prescri e al pa s par e del 

supues o de un menor n mero de operarios para lle ar 
a niveles in ernacionales de e ciencia, sin los cuales el 
esfuer o ser  vano  ara eso es ineludi le ue uena 
par e de los ac uales ra a adores  empleados sean 
licenciados

Colpuer os en un momen o de erminado si ni c  el 
principal o s culo para la moderni aci n del sec or 
por uario,  por ende ameri  un ra amien o sin u-
lari ado, apar e del r imen con rac ual, socie ario 
 la oral vi en es  sic  s e car c er especial simo 

cons i u e el rmino de comparaci n ue llev  al le-
islador a o or ar un ra amien o dis in o a supues os 

dis in os
La liquidación de la empresa Puertos de Colombia 

no puede asimilarse a la liquidación de cualquier em-
presa, ni mucho menos puede pretenderse que la situa-
ción de sus trabajadores se homologue a la situación 
de trabajadores de empresas que no estén sufriendo un 
proceso de liquidación. Por ello no se encuentra que 
haya sido vulnerado el principio de la igualdad consa-
grado en los artículos 13 y 53 de la Carta Política.

En los términos anteriores la Corte Constitucional 
-

miento que en el plano laboral contempló el nuevo mo-
delo portuario que determinó acabar con el monopolio 

entregarlo a los particulares, y dispuso la liquidación 
de la empresa Puertos de Colombia.

Ley 1ª de 1991, como señala la Corte Constitucio-

consagró una normativa que representa diferencia sus-
tancial con otras liquidaciones de entes del sector pú-
blico, cuyos servidores no se encontraron súbitamente 
enfrentados a la extinción de sus vínculos legales o 
contractuales y sin posibilidad alguna en el mercado 
laboral, como sí les sucedió a los funcionarios de la 
empresa. Esa normativa es la establecida en el inciso 

-
zarles a dichas personas y a sus familias que pudieran 
continuar subsistiendo con la fuente de ingreso de la 
cual venían dependiendo antes del cambio de situación. 
Prevé la norma en cita:

“ a aci n asumir  el pa o de las pensiones de u-
ilaci n de cual uier na urale a, de las pres aciones 

sociales  de las indemni aciones  sen encias conde-
na orias e ecu oriadas o ue se e ecu or en a car o de 

uer os de Colom ia, as  como su deuda in erna  e -
erna

Dicha disposición fue puesta a consideración del 
Congreso de la República por el Gobierno Nacional, y

-
ca portuaria consagrada en la misma ley, abordando el 
tema de los funcionarios que deberían ser licenciados 

la empresa, asegurándoles hacia el futuro, su sosteni-
miento y el de su familia.

2. El legislador al aprobar la ley, aceptó la propues-
ta del Ejecutivo en el sentido de consagrar una norma 

jubilatoria, diferente al del régimen de los empleados 
públicos.

3. Ese mandato comprendió tanto las pensiones re-
conocidas con fundamento en el régimen general de los 
empleados públicos como los regímenes establecidos 
en los acuerdos de la Junta Directiva Nacional de la 
empresa.

4. El pasivo por pensiones de jubilación, a la fecha 
de liquidación de la empresa, comprende entonces, to-
dos los reconocimientos de jubilaciones vigentes a di-
cha fecha.

. AN LISIS - PROBLEM TICA ACTUAL
Las autoridades administrativas se niegan a asumir 

las jubilaciones “de cualquier naturaleza”, previstas 
en el artículo 35 de la Ley 1ª de 1991, reconocidas por 
la empresa Colpuertos antes de su liquidación, y solo 
aceptan como válidas las que se ajustan al régimen 
general de los empleados públicos, sin importar si la 
desvinculación del empleado es anterior o posterior a 

masa de pensionados portuarios (15.400 aproxima-
damente) se les están revocando sus pensiones o se 
les están disminuyendo sustancialmente su cuantía. 
Además, a quienes se encuentran en tal situación –la 
gran mayoría– se les denuncia por los delitos de pre-
varicato y peculado por apropiación a título de deter-
minadores.

Y, es que la empresa Colpuertos desde su creación 
-

gamiento de jubilaciones amparadas en su naturaleza 
jurídica de Empresa Comercial del Estado regida por el 
derecho privado y luego bajo la vigencia de la Ley 1ª 
de 1991 aplicó el artículo 35 para agilizar la desvincu-
lación del personal a su servicio.

La inmensa mayoría de las pensiones reconoci-
das por la empresa Colpuertos tiene su fundamento 
en dichos actos administrativos, que durante su exis-
tencia jamás fueron anulados, es decir, gozaron de la 

artículo 66 del Código Contencioso Administrativo 
(Decreto 1° del 2 de enero de 1984, vigente para la 
época) que “los ac os adminis ra ivos ser n o li a o-
rios mien ras no a an sido anulados o suspendidos 
por la urisdicci n de lo con encioso adminis ra ivo”. 
Después de la liquidación, cuando ya no tenía emplea-
dos, uno solo de estos acuerdos fue anulado por el 
Consejo de Estado.

A pesar de lo anterior, el Gobierno nacional cons-
ciente de que tales actos requerían una refrendación o 
convalidación para alcanzar el objetivo de liquidar la 
empresa Colpuertos, presentó una iniciativa al Congre-
so para realizar dicha convalidación, tal como quedó en 
la Ley 1ª de 1991.

Las jubilaciones reconocidas antes de entrar en 
vigencia la Ley 1ª de 1991 tienen su fundamento en 
los acuerdos de la Junta Directiva de la Empresa Col-
puertos. Al desconocerse la preceptiva del artículo 35, 
muchas de ellas han sido susceptibles de revocarse o 
disminuir la cuantía, en caso de que no coincidan los 
requisitos que se les exigió para otorgarles el derecho, 
con el régimen general de los empleados públicos.

En ambos casos las personas son penalizadas y obli-
gadas a responder en calidad de determinantes del ilí-
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cito, como si ellos hubieran redactado y aprobado las 
-

luciones que dictan dichas autoridades, ordenan devol-
verle a la Nación las mesadas recibidas, lo cual sería 
imposible para aquellos que ya están jubilados y que 
el único sustento que con el que cuentan es su mesada. 
Además a tales resoluciones les dan alcance de títulos 
ejecutivos, lo que afectaría el patrimonio construido 
durante su vida.

Para el caso de los retirados durante la vigencia 
de la Ley 1ª de 1991 y la liquidación de la empresa 
Colpuertos, los pensionados han argumentado la exis-
tencia de otras leyes que amparan sus derechos como 
el Decreto-ley 135 de enero 14 de 1991, artículo 12 
( iario cial número 39.627 de enero 14 de 1991) 
con la interpretación formulada por el Consejo de Es-
tado Sala de Consulta y Servicio Civil en el concepto 
número 403 de octubre 1° de 1991, cuyo ponente fue el 
Consejero Jaime Betancur Cuartas.

Prevé el artículo 12, mencionado: “ r culo  os 
empleados p licos de las mpresas Indus riales  Co-
merciales del s ado, ue se vinculen a par ir de la 
fec a de pu licaci n del presen e ecre o, solo podr n 
perci ir las mismas pres aciones sociales es a lecidas 
para el r imen eneral de los empleados p licos, 
eniendo en cuen a la remuneraci n asi nada para el 

respec ivo empleo  en los rminos  condiciones se-
aladas en la le , los ue es uvieren vinculados an es 

de es a fec a, endr n derec o a con inuar perci iendo 
las mismas pres aciones sociales ue e is an a  de 
diciembre de 1990”.

El concepto responde a la consulta formulada por 
el Ministro de Obras Públicas, como presidente de las 
juntas directivas de los Ferrocarriles Nacionales (que 
se encontraba en liquidación) y de Puertos de Colom-
bia (también en liquidación), sobre la interpretación del 
mandato del artículo 12 del Decreto-ley 135 de 1991. El 
Consejo de Estado en respuesta conceptúo lo siguiente:

s a disposici n iende a solucionar el problema 
de las mpresas Indus riales  Comerciales del s a-
do en las cuales las un as direc ivas incremen aban 
la remuneraci n de los empleados p blicos sin ener 
facul ades para ello  a par ir de la vi encia de es a 
norma los empleados vinculados an es del 1  de enero 
de 1991, a uienes se les ab a incremen ado sus pres-
aciones podr n se uir percibiendo dic as sumas, pero 

los nuevos empleados uedaron some idos al r imen 
eneral de los empleados p blicos

La norma citada, con la anterior interpretación, que 
hace el Consejo de Estado, convalida los acuerdos ex-
pedidos por la Junta Directiva de la Empresa Colpuer-
tos. Sin embargo, aunque las personas cumplan con los 
presupuestos establecidos en el artículo 12, las auto-
ridades administrativas no lo aplican. También desco-
nocen otras normas que favorecen a los pensionados 
como el Decreto 907 de junio 2 de 1992, artículo 5° y 
el Decreto 12 de enero 7 de 1993, artículo 6°.

Dispone el artículo 5° del Decreto 907 de junio 2 
de 1992: “ os empleados p blicos de las mpresas In-
dus riales  Comerciales del s ado ue se a an vin-
culado a par ir del 1  de enero de 1991, solo podr n 
percibir las mismas pres aciones sociales es ablecidas 
para el r imen eneral de los empleados p blicos, 
eniendo en cuen a la remuneraci n asi nada para el 

respec ivo empleo  en los rminos  condiciones se-
alados en la le  os ue es uvieren vinculados an es 

de esa fec a, endr n derec o a con inuar percibiendo 
las mismas pres aciones sociales ue e is an a 1 de 
diciembre de 1990

rev  el ecre o n mero 1  de enero  de 199 ,  
os empleados p blicos de las mpresas Indus ria-

les  Comerciales del s ado ue se a an vinculado 
a par ir del 1  de enero de 1991, solo podr n percibir 
las mismas pres aciones sociales es ablecidas para el 
r imen eneral de los empleados p blicos, eniendo 
en cuen a la remuneraci n asi nada para el respec ivo 
empleo  en los rminos  condiciones se alados en la 
le  os ue es uvieren vinculados an es de esa fec a, 
endr n derec o a con inuar percibiendo las mismas 

pres aciones sociales ue e is an a 1 de diciembre 
de 1990

Los dos últimos decretos fueron expedidos para las 
Empresas Industriales y Comerciales del Estado, como 

Ley 1ª de 199, es exclusivo para la liquidada empresa 
Puertos de Colombia. Por eso, para su aplicación, es 

CRITERIOS DE LA LEY 1ª DE 1991

La Ley 1ª de 1991, estableció el alcance de la nueva 
política portuaria, En ella se abordó el tema de los fun-
cionarios licenciados para que colaboraran con la rápi-
da liquidación de la empresa Colpuertos, asegurándoles 
hacia el futuro, su sostenimiento y el de su familia. La 
intención del legislador al aprobar la Ley fue consagrar 
unas normas pensionales separadas del régimen de los 

personas se encontraron súbitamente sin la posibilidad 
de seguir trabajando para atender su subsistencia, ya 

-
nación de su empleo y quedarse por fuera del mercado 
laboral, por razones de especialidad y edad.

El Ejecutivo propuso la nueva política portuaria in-
cluyendo el tema laboral, el Legislativo la aprobó y el 
poder judicial declaró constitucionales las normas que 
se expidieron para el efecto. Las tres ramas del poder 
público son coincidentes en que este tema:

1. Tanto el legislador ordinario como el extraor-
dinario, en relación con el proceso de liquidación de 
Puertos de Colombia, tuvieron, como apunta la Corte 
Constitucional, un criterio diferenciador que salta a la 
vista en el análisis de la ley y su exposición de motivos. 
Consideraron que ese era un proceso terminal.

2. La liquidación de la empresa Puertos de Colom-
bia no podía asimilarse a la liquidación de cualquier 
empresa, ni mucho menos pretender que la situación 
de sus trabajadores se homologara a la situación de tra-
bajadores de empresas que no estuvieran sufriendo un 
proceso de liquidación, señaló en su momento la Corte 
Constitucional.

3. El Gobierno nacional informó al Congreso de la 
República, con la presentación del proyecto de ley que 
posteriormente se convirtió en la Ley 1ª de 1991, la 
existencia de jubilaciones acumuladas basadas en los 
Acuerdos de la Junta Directiva y la necesidad de otor-
gar pensiones compensatorias al tiempo de servicio y 
la edad para agilizar al máximo la liquidación de la em-
presa.
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En consecuencia, cuando el legislador utiliza la ex-
presión “pensiones de jubilación de cualquier naturale-

de los empleados públicos sino también a las regulacio-
-

sa Puertos de Colombia, con la anuencia del Gobierno 
nacional.

las juntas directivas de las Empresas Industriales y Co-
merciales del Estado, cuyas directivas acordaban remu-
neraciones sin tener facultades para ello, por lo cual fue 
necesario que tales decisiones las convalidara el artícu-
lo 12 del Decreto-ley 135 de 1991, como lo señaló el 
Consejo de Estado. Si el legislador no hubiere utilizado 
la expresión, “pensiones de jubilación de cualquier na-
turaleza” sin duda alguna, solo habría viabilidad para 
las jubilaciones del régimen general.

Esta política laboral, diseñada para ser aplicada al 
personal de la empresa Colpuertos en Liquidación, 
tuvo unidad, coherencia y continuidad, en cuanto al 
propósito de otorgar jubilaciones compensatorias a los 
empleados, en razón a que su especialidad en las tareas 
y asuntos portuarios, además de su edad, no los hacía 
competitivos para otros empleos en la administración 
pública.

de todos los empleos y consecuencialmente, la cesa-
ción laboral de todos los funcionarios. Pero la solución 

consagrado en el artículo 83 de la Carta Política, pues 
a través de las disposiciones citadas, garantizaba que 
los funcionarios pudieran continuar subsistiendo con la 
fuente de ingreso de la cual venían dependiendo antes 
del cambio de situación. Dicha política y la interpreta-
ción de sus normas no podía ser contraria al principio 
de la buena fe, y además debía resultar conforme a lo 
que razonablemente se puede esperar de las autorida-
des estatales, de acuerdo a su comportamiento anterior 
frente a esta misma situación.

El proyecto de ley en estudio, pretende señalar pun-

la Ley 1ª de enero 10 de 1991 de garantizarles a los 
jubilados, que sus pensiones serán respetadas lo mismo 
que el derecho a los servicios de salud.

I cto F sc  el presente proyecto no tiene im-

actuales pensiones portuarias, esto es, seguridad jurídi-
ca. No habrá incrementos presupuestales, ni creación 

actuales pensiones portuarias reconocidas antes de la 
liquidación de la empresa Puertos de Colombia

5. P o os c n

Con fundamento en las consideraciones y argumen-
tos expuestos, en el marco de la Constitución Política 
y la ley, y teniendo en cuenta que la presente iniciativa 
persigue subsanar el vacío legal en el que incurrió el 
legislador en el año de 1991, solicitamos dar primer 
debate, en la Comisión Séptima del Senado de la Repú-
blica, y aprobar el informe de ponencia al P oyecto de 
ey n e o 1 de 2015 Sen do por la cual se a el 

alcance del manda o es ablecido el inciso 1 del ar cu-
lo  de la le  01 de enero 10 de 1991

. Te to P o esto  e  deb te  P o-
yecto de ey n e o 1 de 2015 Sen do, por la cual 
se a el alcance del manda o es ablecido el inciso 1 
del ar culo  de la e  01 de enero 10 de 1991

El Congreso de la República de Colombia 

DECRETA:

A t c o 1 . Las pensiones de jubilación y sobre-
vivientes, reconocidas mediante actos administrativos 
expedidos por la extinta empresa Puertos de Colom-
bia, vigentes a la fecha de su liquidación, continuarán 
siendo pagadas por la Nación, junto con los reajustes 
establecidos posteriormente.

-
tículo continuarán teniendo derecho a los servicios mé-
dico asistenciales contemplados en los actos de reco-
nocimiento de la pensión, por conducto de la empresa 
prestadora de salud que elija el titular de la prestación.

A t c o 2 . La presente ley rige a partir de su pro-
mulgación.

Cordialmente,

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL  
PERMANENTE DEL  HONORABLE  

SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá D. C., a los treinta (30) días del mes de oc-
tubre del año dos mil quince (2015)

En la presente fecha se autoriza  b c c n en 
Gaceta del Congreso de  Re b c  el siguiente In-
forme de ponencia para primer debate.

Lo anterior, en cumplimento de lo ordenado en el 
inciso 5º del artículo 2º de la Ley 1431 de 2011.

El Secretario,
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C O N C E P T O S  J U R Í D I C O S
CONCEPTO JURÍDICO DEL MINISTERIO DE 
SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL AL PROYECTO 

DE LEY NÚMERO 01 DE 2015 SENADO
por la cual se re lamen an los es ndares de calidad  

 abi abilidad en la vivienda de in er s social
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CONCEPTO JURÍDICO DEL MINISTERIO DE 
SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL AL PROYECTO 

DE LEY NÚMERO 18 DE 2015 SENADO
por la cual se promueve el acceso al raba o para per-
sonas con discapacidad  se dic an o ras disposiciones
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